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TRASLADO DE EXCEPCIONES  
 

 
 

 

Hoy,  Tres (03) de Marzo de dos mil veintidos (2022), a las ocho de la 
mañana (8:00 am.), se corre traslado a la parte demandante por el 
termino establecido en lo dispuesto en el artículo 175 parágrafos No. 2 
del C.P.A.C.A de las EXCEPCIONES, presentada en la contestación de 
la demanda, dentro del proceso que se tramita por el Medio de Control 
de REPARACIÓN DIRECTA promovido por AMADO DE JESUS 
SALAZAR CALDERON Contra FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN – 
DIRECCIÓN ADMINISTRATIVA Y FINANCIERA DE LA GUAJIRA – 
NACIÓN - RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA 
ADMINISTRACIÓN JUDICIAL radicado bajo N° 44-001-33-40-002-
2019-00139-00. 
 
Lo anterior de conformidad con lo dispuesto en el artículo 175 
parágrafos No. 2 del C.P.A.C.A en concordancia con el 110 del Código 
General del Proceso. 
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CONTESTACION DEMANDA

Carmen Rosa Carreño Gomez <carmen.carrenog@fiscalia.gov.co>
Mar 30/11/2021 15:00
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
procjudadm202@procuraduria.gov.co <procjudadm202@procuraduria.gov.co>; ncalderon237@hotmaill.com
<ncalderon237@hotmaill.com>
CC:  Juan Manuel Daza Daza <jdazada@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Buenos días

Atentamente allego los documentos adjuntos, para que haga parte de:

 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE RIOHACHA 
Dra KELLY JOHANNA NIEVES CHAMORRO 
E.               S.             D. 
 
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA  
RADICADO: No. 44-001-33-40-002-2019-00139-00 
DEMANDANTE: AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON Y OTROS 
DEMANDADO: DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL – RAMA
JUDICIAL – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. 
 

Lo anterior para su conocimiento y fines pertinentes.

Cordialmente,
 
CARMEN ROSA CARREÑO GOMEZ
Profesional de Gestión II
Dirección de Asuntos Jurídicos
Magdalena
Fiscalía General de la Nación
Cra. 8 número 26ª-15 Antiguos DAS - Santa Marta
Código Postal 470004

NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier
anexo) contiene información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada
por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error
recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o
toma cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido. NOTA CONFIDENCIAL DE
LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene
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información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada por la persona
o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error recibe este
mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma
cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido.



 
Señor 

JUEZ SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DE RIOHACHA 

E.S.D. 

 

MEDIO DE CONTROL: REPARACION DIRECTA 

DEMANDANTE: AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON Y OTROS 
RADICADO:   44001334000220190013900 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO, domiciliada en la Ciudad de Bogotá, 

identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 30.881.383 de Arjona – Bolívar, en 

calidad de Coordinadora de la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos 

Jurídicos, debidamente designada mediante Oficio 20181500002733 del 04 de abril 

de 2018, en los términos de la delegación efectuada por el Señor FISCAL GENERAL 

DE LA NACIÓN, mediante el artículo octavo de la Resolución N° 0-0303 del 20 de 

marzo de 2018, documentos que anexo al presente escrito, atentamente manifiesto 

que confiero poder especial, amplio y suficiente a la Doctora CARMEN ROSA 

CARREÑO GOMEZ, identificada con la C.C. No. 37.890.608, Tarjeta Profesional No. 

110.171 del Consejo Superior de la Judicatura, para que represente a la FISCALÍA 

GENERAL DE LA NACIÓN en el proceso de la referencia. 

 

La Doctora CARMEN ROSA CARREÑO GOMEZ, queda investida de las facultades 

consagradas en el artículo 77 del Código General del Proceso y en especial para, 

sustituir, conciliar total o parcialmente, recibir, presentar recursos ordinarios y 

extraordinarios y en general para adelantar las diligencias tendientes al cabal 

desarrollo del presente mandato. 

 

Solicito respetuosamente se reconozca personería a la Doctora CARMEN ROSA 

CARREÑO GOMEZ, en los términos y para los fines que confiere el presente poder. 

 

El correo institucional del abogado es carmen.carrenog@fiscalia.gov.co el correo 

electrónico para notificaciones judiciales, comunicaciones, citaciones, traslados o 

cualquier otra actuación que se realice a través de un mensaje de datos es 

jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co  

 

De Usted, 

 

SONIA MILENA TORRES CASTAÑO 

Coordinadora Unidad de Defensa Jurídica 

Dirección de Asuntos Jurídicos 

 

Acepto: 

 

 
CARMEN ROSA CARREÑO GOMEZ 

C.C. 37.890.608 

T.P. 110.171 del C.S. de la J 
Elaboró Rocio Rojas R.- 

26-11-21 
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Señores 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE 
RIOHACHA 
Dra KELLY JOHANNA NIEVES CHAMORRO 
E.               S.             D. 
 
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA  
RADICADO: No. 44-001-33-40-002-2019-00139-00 
DEMANDANTE: AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON Y OTROS 
DEMANDADO: DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN 
JUDICIAL – RAMA JUDICIAL – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. 
 
 
CARMEN ROSA CARREÑO GOMEZ, con domicilio en la ciudad de Santa Marta, 
identificada con cedula de ciudadanía  número 37.890608 de San Gil, abogada en 
ejercicio con Tarjeta Profesional número 110.171 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en mi condición de apoderada de la FISCALÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN, en el proceso de la referencia, de conformidad con el poder que adjunto, 
otorgado por la doctora SONIA MILENA TORRES CASTAÑO, en calidad de 
Coordinadora de la Unidad de Defensa Jurídica de la Dirección de Asuntos Jurídicos 
de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN según consta en el oficio No 
20181500002733 del 4 de abril de 2018 y en el Acta de Posesión de fecha 5 de 
abril de 2016, debidamente facultada para otorgar poder para actuar en el 
presente proceso, de conformidad con la delegación efectuada por el Señor FISCAL 
GENERAL DE LA NACIÓN, mediante Resolución No. 0-0303 del 20  de marzo de 
2018, de manera respetuosa me dirijo ante este Despacho para CONTESTAR la 
demanda presentada contra la Fiscalía mediante apoderado por el señor AMADO 
DE JESUS SALAZAR CALDERON . 
 

A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 
 
HECHOS 1 AL 9: Son apreciaciones subjetivas del apoderado de la parte 
demandante por lo que estoy relevada de pronunciarme. 
 
HECHOS 10 AL 28: Es cierto, de acuerdo a los documentos aportados con el 
traslado de la demanda. 
 

FRENTE AL CAPITULO DE LAS PRETENSIONES 
 
Señora jueza, me opongo a cada una de las declaraciones y condenas solicitadas 
en el escrito de la demanda, con base en los siguientes argumentos que a 
continuación se exponen:  

 
PERJUICIOS MATERIALES EN LA MODALIDAD DE LUCRO CESANTE: 

 
Sobre el particular, me permito señalar que el apoderado de los demandantes no 
prueba las sumas correspondiente al daño material y que fueron ocasionados al 
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señor AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON , razón por la cual se objeta 
estos montos por el valor total de CUARENTA MILLONES SEISCIENTOS MIL 
PESOS  ($40.600.000.oo). 
 
El apoderado de los demandantes solicita se determinen en el proceso lo derivado 
de lo dejado de percibir durante el período en que su representado estuvo privado 
de la libertad lo cual fue desde el 17 de febrero de 2016 hasta el 27 de enero de 
2017, según lo manifestado por el apoderado de los demandantes en el escrito de 
demanda. El respectivo cálculo se partirá del salario mínimo legal mensual vigente 
para la fecha de la ocurrencia de los hechos. 
 
Frente a lo anterior es necesario tener en cuenta que no basta la simple afirmación 
de los daños y la cuantificación de los mismos relacionados por el actor, es 
imprescindible aportar las pruebas, para permitir la comprobación de la existencia 
de los supuestos daños. Recordemos que en esta justicia rogada, lo que se pide o 
se señala debe probarse.  Tal requisito es fundamental, pues el Juez o Magistrado 
sólo puede hacerlo si aparecen debidamente probados los daños, elemento sin el 
cual no se podría configurar una responsabilidad patrimonial por parte de la 
entidad que represento. Al respecto es de señalar que el artículo 177 del Código 
de Procedimiento Civil establece:” Carga de la prueba: Incumbe a las partes probar 
el supuesto de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas 
persiguen (...)” 

En cuanto a los perjuicios materiales en la modalidad de Lucro Cesante me permito 
manifestar que dentro del proceso no obra prueba que acredite el monto de los 
ingresos mensuales que tenía los señores AMADO DE JESUS SALAZAR 
CALDERON, tampoco se acreditó que el actor para la fecha de los hechos tuviera 
un vínculo laboral formal que le permitiera devengar prestaciones sociales. 
 
Por lo anterior solicito al Señor Juez, que de ser probada la responsabilidad estatal 
aquí pretendida se tasen a la justa proporción, y se tenga en cuenta la concurrencia 
de culpas. 

 
PERJUICIOS MORALES 
 
Señor Juez, el artículo 306 del C.P.A.C.A señala:  
 
“En los aspectos no contemplados en este Código se seguirá el Código de 
Procedimiento Civil en lo que sea compatible con la naturaleza de los procesos y 
actuaciones que correspondan a la jurisdicción de lo contencioso administrativo” 
Artículo 206 Código General del Proceso: 
 
“Juramento estimatorio. Quien pretenda el reconocimiento de una indemnización, 
compensación o el pago de frutos o mejoras, deberá estimarlo razonadamente 
bajo juramento en la demanda o petición correspondiente, discriminando cada uno 
de sus conceptos. Dicho juramento hará prueba de su monto mientras su cuantía 
no sea objetada por la parte contraria dentro del traslado respectivo. Sólo se 
considerará la objeción que especifique razonadamente la inexactitud que se le 
atribuya a la estimación. 
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(…) 
 
Si la cantidad estimada excediere del treinta por ciento (50%) de la que resulte en 
la regulación, se condenará a quien la hizo a pagar a la otra parte una suma 
equivalente al diez por ciento (10%) de la diferencia.” 
 
El abogado de los demandantes solicita se reconozcan y paguen por 
concepto de daño moral la suma de 900 SMLMV  
 
Cabe señalar que respecto a la señora CLAUDIA DOMIGUENZ CASTILLA, 
no acredito la condición de compañera permanente, tal como lo establece 
ley 979 de 2005, con los diferentes medios de pruebas idóneos para demostrar la 
unión marital de hechos que son: (i) Por escritura pública ante Notario por 
mutuo consentimiento de los compañeros permanentes. (ii) Por Acta de 
Conciliación suscrita por los compañeros permanentes, en centro 
legalmente constituido. (iii) Por sentencia judicial, por tal motivo no se 
debe tener en cuenta lo solicitado por esta. 
 
 
Respecto, de la cuantificación de los daños morales y alteración a las condiciones 
de existencia, supuestamente ocasionados a todos los demandantes, es preciso 
recordar que el Honorable Consejo de Estado, en especial la línea jurisprudencial 
que marca la Sección Tercera de esa Honorable Corporación, en sentencia de 
unificación jurisprudencial, con ponencia del doctor Hernán Andrade Rincón, del 
veintiocho (28) de agosto de dos mil catorce (2014), Expediente 36.149; en virtud 
de la cual señaló: 
 
“En los casos de privación injusta de la libertad se reiteran los criterios contenidos 
en la sentencia de 28 de agosto de 2013, proferida por la Sección Tercera de la 
Sala de lo Contencioso Administrativo - Rad. No. 25.022, y se complementan los 
criterios allí adoptados, de acuerdo con la evolución jurisprudencial de La Sección 
Tercera en los términos del cuadro que se incorpora a continuación: 
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LA PARTE DEMANDANTE SOLICITA POR CONCEPTO DE DAÑO AL 
DERECHO FUNDAMENTAL AL ESTUDIO 

 
La parte demandante solicitó por concepto de daño al derecho 
fundamental al estudio la suma de 100 SMLMV. 
 
Es preciso señalar que el apoderado del actor en la demanda se centra en relatar 
los hechos acontecidos, pero en nada hace alusión a la afectación sufrida el 
demandante tanto material, como moralmente, ni mucho menos a la 
exteriorización social de los mismos, por lo que es dable colegir que con base en 
tales medios probatorios no está demostrado en el proceso la transgresión al daño 
fundamental al estudio reclamada por el actor producto de la generación del daño 
que se le endilga a la Fiscalía General de la Nación, pues no obra material 
probatorio contundente que permita concluir que los actores hayan sufrido una 
alteración de tal magnitud que deba ser reconocida a través de esta pretensión. 
 
Igualmente, a folio 66 del traslado de la demanda, existe certificación expedida 
por la Universidad Autónoma del Caribe, de fecha 21 de enero del 2019, donde 
señaló que el señor SALAZAR DOMINGUEZ JUAN MARIO, se encuentra inscripto 
en el programa de derecho cursando cuarto semestre, desde agosto a diciembre 
de 2016, por tal motivo, no debe prosperar tal pretensión, por cuanto el 
mencionado demandante, durante el lapso que el señor AMADO DE JESUS, se 
encontraba privado de la libertad, se encontraba cursando estudios universitarios 
en el programa de derecho. 
 
Razón por la cual se objetan estos montos, por lo que solicito que la señora Jueza 
no se tengan en cuenta dichos perjuicios. 

 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
La actuación de la Fiscalía General de la Nación, se surtió de conformidad con la 
Constitución Política y las disposiciones sustanciales y procedimentales vigentes 

NIVEL 1 NIVEL 2 NIVEL 3 NIVEL 4 NIVEL 5

Reglas para liquidar el 

perjuicio moral derivado de la 

privación injusta de la libertad

Víctima directa,  cónyuge 

o compañero (a) 

permanente y parientes en 

el 1° de consanguinidad

Parientes en el 2º 

de 

consanguinidad 

Parientes en el 3º 

de 

consanguinidad 

Parientes en el 

4º de 

consanguinidad 

y afines hasta el 

2º

Terceros 

damnificados

Término de privación injusta 

en meses

50% del 

Porcentaje de la 

Víctima directa

35% del 

Porcentaje de la 

Víctima directa

25% del 

Porcentaje de la 

Víctima directa

15% del 

Porcentaje de la 

Víctima directa

SMLMV SMLMV SMLMV SMLMV SMLMV

Superior a 18 meses 100 50 35 25 15

Superior a 12 e inferior a 18 90 45 31,5 22,5 13,5

Superior a 9 e inferior a 12 80 40 28 20 12

Superior a 6 e inferior a 9 70 35 24,5 17,5 10,5

Superior a 3 e inferior a 6 50 25 17,5 12,5 7,5

Superior a 1 e inferior a 3 35 17,5 12,25 8,75 5,25

Igual e inferior a 1 15 7,5 5,25 3,75 2,25
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para la época de los hechos, actuación de la cual no es ajustado a derecho predicar 
un defectuoso funcionamiento de la administración de justicia, ninguna clase de 
error, ni mucho menos privación injusta de la libertad de los señores AMADO DE 
JESUS SALAZAR CALDERON. 
 
Es preciso evocar que la Fiscalía General de la Nación fue creada por inspiración 
constitucional, teniendo precisas funciones que cumplir, las que además se 
determinan entre otros ordenamientos en el estatuto procedimental penal. 
 
En el derecho colombiano, la regla general consiste en que las obligaciones a cargo 
de la administración, como consecuencia del principio constitucional contenido en 
el Artículo 6, deben ser determinadas, especificadas por las leyes o los reglamentos 
que se expidan para precisar las funciones que a cada organismo administrativo 
corresponda ejecutar. 
 
En este orden de ideas, la Fiscalía General de la Nación, en el caso en estudio, 
obró de conformidad con lo establecido en el Artículo 250 de la Carta, que para la 
época de los hechos señaló sus funciones, recordemos: 

 
ARTICULO 250.- Modificado. A. L. 3/2002, art. 2º.  
La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el 
ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los 
hechos que revistan las características de un delito que lleguen 
a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella 
o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y 
circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del 
mismo.  No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni 
renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley 
para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco 
de la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de 
legalidad por parte del juez que ejerza las funciones de control de 
garantías.  Se exceptúan los delitos cometidos por miembros de la fuerza 
pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías 
las medidas necesarias que aseguren la comparecencia de los imputados 
al proceso penal, la conservación de la prueba y la protección de la 
comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en 
ningún caso, el juez de conocimiento, en aquellos asuntos en que haya 
ejercido esta función.  
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar 
excepcionalmente capturas; igualmente, la ley fijará los límites y eventos 
en que proceda la captura.  En estos casos el juez que cumpla la función 
de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y 
seis (36) horas siguientes. 
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(…) 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con 
el fin de dar inicio a un juicio público, oral, con inmediación de las 
pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las 
investigaciones cuando según lo dispuesto en la ley no hubiere mérito 
para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales 
necesarias para la asistencia a las víctimas, lo mismo que disponer el 
restablecimiento del derecho y la reparación a los afectados con el delito.   
(…) 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El fiscal general y sus delegados tienen competencia en todo el territorio 
nacional. 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el fiscal general o sus 
delegados deberán suministrar, por conducto del juez de conocimiento, 
todos los elementos probatorios e informaciones de que tenga noticia 
incluidos los que sean favorables al procesado…”.  (Negrillas y subrayas 
fuera de texto). 
La disposición antes transcrita se encuentra desarrollada tanto en la 
norma sustancial como en la de procedimiento Penal, el Estatuto 
Orgánico de la Fiscalía General de la Nación, y demás normas 
concordantes y procedimentales vigentes para la época de los hechos. 
Veamos: 
La ley 906 de 2004, por la cual se expidió en nuevo Código de 
Procedimiento Penal, establece en el artículo 306:  
“Solicitud de imposición de medida de aseguramiento. El fiscal 
solicitará al juez de control de garantías imponer medida de 
aseguramiento, indicando la persona, el delito, los elementos de 
conocimiento necesarios para sustentar la medida y su urgencia, los 
cuales se evaluarán en audiencia permitiendo a la defensa la controversia 
pertinente. 
Escuchados los argumentos del fiscal, Ministerio Público y 
defensa, el juez emitirá su decisión. 
La presencia del defensor constituye requisito de validez de la 
respectiva audiencia”. 
Así mismo establece, en el artículo 308.  
“Requisitos. El juez de control de garantías, a petición del Fiscal 
General de la Nación o de su delegado, decretará la medida de 
aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y 
evidencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos 
legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser 
autor o partícipe de la conducta delictiva que se investiga, siempre y 
cuando se cumpla alguno de los siguientes requisitos: 
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1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria 
para evitar que el imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia. 
2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la 
sociedad o de la víctima. 
3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá 
al  proceso o que no cumplirá la sentencia”.(negrillas fuera de texto) 

 
Concretamente a la realidad de los hechos y a derecho, se tiene sin lugar a dudas 
ni equivoco alguno, que los señores AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON, 
fueron capturados y detenidos en flagrancia por el presunto punible de 
Fabricación, tráfico y porte de armas y municiones o explosivos de uso privativo 
de las fuerzas militares en la modalidad de porte, el 17 de febrero de 2016 hasta 
el 27 de enero de 2017. 
 
De lo anterior es ajustado a derecho colegir que la Fiscalía General de la Nación 
en su actuar dentro de la investigación adelantada en contra del señor AMADO 
DE JESUS SALAZAR CALDERON, obró de conformidad con la obligación y 
funciones establecidas en el Artículo 250 de la Carta Política; las disposiciones 
legales, dentro de éstas el Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la Nación y 
las disposiciones tanto sustanciales como procedimentales penales vigentes para 
la época de los hechos.  
 
Así mismo, la Ley 906 de 2004, nuevo Código de Procedimiento Penal, establece 
en el artículo 306, que la Solicitud de imposición de medida de 
aseguramiento se hará por El fiscal al juez de control de garantías, 
indicando la persona, el delito, los elementos de conocimiento necesarios para 
sustentar la medida y su urgencia, los cuales se evaluarán en audiencia 
permitiendo a la defensa la controversia pertinente. 
Y a renglón seguido establece, la citada ley, la obligación del juez de control de 
garantías de emitir la decisión de imponer o no imponer la medida solicitada, 
una vez escuchados los argumentos del fiscal, Ministerio Público y 
defensa.  
 
Otro de los requisitos que ordena la Ley 906 de 2004, para legitimar la imposición 
de la medida de aseguramiento y dar validez a la respectiva audiencia, es la 
presencia del defensor. Requisitos todos que se reunieron en el presente caso. 
 
Señora Juez, es conveniente señalar que de acuerdo a las normas antes citadas, 
le corresponde a la Fiscalía adelantar la investigación, para de acuerdo con la 
prueba obrante en ese momento procesal, solicitar, como medida preventiva la 
detención del sindicado, correspondiéndole al Juez de garantías estudiar dicha 
solicitud, analizar las pruebas presentadas por la Fiscalía, y decretar las que estime 
procedentes,  para luego si establecer la viabilidad o no de decretar la medida de 
aseguramiento, es decir, que en últimas, si todo se ajusta a derecho, es el juez de 
garantías quien decide y decreta la medida de aseguramiento a imponer. 
 
En este caso en particular, tal y como ya se indicó, el juez consideró que se 
daban los requisitos exigidos por la norma procedimental y conforme al 
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caudal de elementos probatorios allegados a la investigación, legalizó la 
captura del aquí demandante y le impuso medida de aseguramiento de 
detención preventiva.  
 
Cabe recalcar señora juez, el apoderado del aquí demandante, en el Acápite 
‘Fundamentos de Derecho’ de la demanda, hace referencia, entre otros, al Artículo 
90 de la Constitución Política, al respecto, fuerza precisar y aclarar que en los casos 
en los cuales la ley presume que se presenta la detención injusta de la libertad, 
cuando se  pretende lograr indemnización de perjuicios por esta causa, los actores 
deben demostrar que la detención preventiva surtida fue injusta e injustificada, 
lo  que en este proceso no se ha demostrado ni mucho menos se ha probado, 
porque en estos casos la responsabilidad estatal no es automática por el hecho 
que la detención preventiva sea revocada. 
 
Señora Juez, para efectos del fallo correspondiente, es de tenerse en 
cuenta que para imputar responsabilidad a la Fiscalía General de la 
Nación, es preciso combinar unas circunstancias previstas en el marco 
legal Colombiano, fundamentalmente el Artículo 90 de la Carta Política, 
una acción o una omisión, donde participe activamente uno de 
sus  agentes; un daño, como consecuencia de lo anterior, y, un nexo 
causal entre el hecho, la omisión y el daño; lo que en el demandante no 
se configura, ni mucho menos se prueba.  
 
No obstante todo lo anteriormente expuesto, respetuosamente me permito 
proponer las siguientes EXCEPCIONES: 
 

FALTA DE LEGITIMIDAD POR PASIVA 
 

Al no incumbir a la Fiscalía General de la Nación, con el nuevo Estatuto de 
Procedimiento Penal, imponer la medida de aseguramiento, ya que como se dijo 
anteriormente, le corresponde a la Fiscalía adelantar la investigación, para de 
acuerdo con la prueba obrante en ese momento procesal, solicitar, como medida 
preventiva la detención del sindicado, si lo considera 
conveniente,  correspondiéndole al Juez de garantías estudiar dicha 
solicitud, analizar las pruebas presentadas por la Fiscalía, y decretar las 
que estime procedentes,  para luego si establecer la viabilidad o no de decretar 
la medida de aseguramiento, es decir, que en últimas, si todo se ajusta a 
derecho, es el juez de garantías quien decide y decreta la medida de 
aseguramiento a imponer. Y siendo ello así no es de recibo la pretensión del 
demandante de declarar administrativamente responsable a la entidad que 
represento, por “detención ilegal”, ya que si bien es cierto se dio esta medida, 
ella no fue proferida por mi representada. 
 
Sobre este particular, en la exposición de motivos de la Ley 906 de 2004, por la 
cual se expidió en nuevo Código de Procedimiento Penal, se señaló al respecto: 

 
“De cara al nuevo sistema no podría tolerarse que la Fiscalía, a la cual se 
confiere el monopolio de la persecución penal y por ende, con amplios 
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poderes para dirigir y coordinar la investigación criminal, pueda al mismo 
tiempo restringir, por iniciativa propia, derechos fundamentales de los 
ciudadanos o adoptar decisiones en torno de la responsabilidad de los 
presuntos infractores de la ley penal, pues con ello se convertiría en árbitro 
de sus propios actos. 
Por ello, en el proyecto se instituye un conjunto de actuaciones que la Fiscalía 
debe someter a autorización judicial previa o a revisión posterior, con el fin 
de establecer límites y controles al ejercicio del monopolio de la persecución 
penal, mecanismos estos previstos de manera escalonada a lo largo de la 
actuación y encomendados a los jueces de control de garantías. 
Función deferida a los jueces penales municipales, quienes apoyados en las 
reglas jurídicas hermenéuticas deberán establecer la proporcionalidad, 
razonabilidad, y necesidad de las medidas restrictivas de los derechos 
fundamentales solicitadas por la Fiscalía, o evaluar la legalidad de las 
actuaciones objeto de control posterior. 
El juez de control de garantías determinará, particularmente, la legalidad de 
las capturas en flagrancia, las realizadas por la Fiscalía de manera 
excepcional en los casos previstos por la ley, sin previa orden judicial y, en 
especial, tendrá la facultad de decidir sobre la imposición de las medidas de 
aseguramiento que demande la Fiscalía, cuando de los elementos materiales 
probatorios o de la información obtenida a través de las pesquisas, aparezcan 
fundados motivos para inferir que la persona es autora o partícipe de la 
conducta que se indaga. 
De otra parte, armonizando la naturaleza de las medidas de aseguramiento 
con la filosofía que inspira el sistema acusatorio y acorde con la jurisprudencia 
constitucional, sobre la materia, su imposición queda supeditada a unos fines 
que justifican la restricción del derecho fundamental a la libertad.   En 
consecuencia, no bastará con evidencias de las cuales se pueda inferir la 
autoría o participación en la comisión de un delito, sino que se torna 
indispensable que la privación de la libertad devenga necesaria en razón del 
pronóstico positivo que se elabore, a partir de tres premisas básicas: que el 
imputado estando en libertad pueda obstruir el curso de las investigaciones; 
que pueda darse la fuga; o que, por la naturaleza del hecho investigado, 
constituya un peligro para la sociedad o las víctimas del delito.” Exposición 
de motivos del Acto Legislativo 237 de 2002 – Cámara (Actual Acto Legislativo 
02 de 2003). Gaceta del Congreso # 134 del 26 de abril de 2002. 
 

 
Cabe anotar, que en casos símiles los Honorables Tribunales de Cesar, 
Cundinamarca, Risaralda y Antioquia, han denegado las pretensiones de 
los actores, exonerando de responsabilidad patrimonial y 
administrativamente a la entidad que represento, al establecer que no 
se daban los requisitos para emitir decisión contraria. 
 
A continuación, me permito transcribir alguno de los apartes de dichas decisiones: 
 
Al respecto se ha pronunciado el Tribunal de la Contencioso 
Administrativo de Risaralda Sala de Decisión, mediante sentencia del 19 
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de diciembre de dos mil ocho, y con ponencia de la Magistrada Dufay 
Carvajal Castañeda, ha señalado respecto de la responsabilidad de la 
Fiscalía General de la Nación lo siguiente: 

 
“…La responsabilidad de la Fiscalía en el presente caso depende del análisis 
que debe hacerse de su función dentro de la perspectiva del nuevo sistema 
penal acusatorio, pues al juzgador contencioso administrativo le corresponde 
examinar si tal actuación fue proporcional, razonable y acorde con los 
procedimientos legales, lo cual exige necesariamente dilucidar el alcance en 
el nuevo proceso penal y el efecto de tal actuación en los derechos de la 
víctima como consecuencia del proceso.   
 
Respecto de la Función de la Fiscalía dentro del nuevo sistema Penal 
Acusatorio la Corte Suprema de Justicia en su Sala de Casación Penal, se ha 
pronunciado así: 
 
“ …Empero, como fácil se evidencia de lo consagrado en la Ley 906 de 2004, 
esas funciones judiciales no fueron expurgadas totalmente, 
conservándose algunas trascendentes – como las referidas al archivo 
de las diligencias, art. 79, la posibilidad excepcional de ordenar capturas, art. 
300, la de expedir orden de allanamiento y registro, art. 222, de retención de 
correspondencia, art. 233, de interceptación de comunicaciones telefónicas y 
similares, art. 235, la vigilancia y seguimiento de personas, y otras tantas que 
significan restricción de derechos de las personas, en las cuales no se precisa 
de autorización previa del juez de control de garantías-, en seguimiento de lo 
establecido en el parágrafo segundo del artículo 31 de la norma citada, en 
cuanto dispone. “ El congreso de la República y la Fiscalía General de la 
Nación ejercerán determinadas funciones judiciales”.   
 
(…) 
 
En posterior pronunciamiento, la misma corte hizo la siguiente precisión que, 
a juicio del Tribunal, resulta perfectamente aplicable al presente caso, 
referida al alcance y efectos de la solicitud de condena que la Fiscalía formula 
ante el juzgador, en comparación con el efecto de las demás solicitudes que 
puede plantear en el curso del proceso, como lo es la imposición de la medida 
de aseguramiento, que el mismo ente presenta al juez: 
 
“Así las cosas, el rol del Fiscal, en nuestro país, se ve ampliamente 
limitado, al punto que, finalmente, su capacidad de disposición de 
la acción penal (por contraposición al sistema Norteamericano, donde el 
funcionario cuenta con amplias prerrogativas para determinar cuándo y cómo 
hace decaer la pretensión punitiva) no es absoluta y se halla mediada, 
para los casos de terminación anticipada, dígase por vía de la preclusión o de 
la aplicación del principio de oportunidad, por la intervención del juez, 
quien es el encargado de decidir si acepta o no su postulación. 
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No puede el casacionista, por ello, advertir como absoluta esa posibilidad de 
la Fiscalía, inserta en el principio acusatorio, de hacer decaer la pretensión 
punitiva estatal, para significar, en consecuencia, que puede ser su sola 
voluntad (desvincularte del principio de legalidad y de la necesidad 
de intervención judicial que avale su postura), el factor fundamental 
que torna imprescindible atender sus designios o posición procesal. 
 
Cierto, si, que la Ley 906 de 2004, conforme la redacción del artículo 448, 
establece una sola situación en la cual puede operar autónoma y con efectos 
absolutos, la pretensión, o mejor el decaimiento de esta, del fiscal, al 
establecer expresamente que la persona no puede ser condenada “por 
delitos por los cuales no se ha solicitado condena”, lo que se ha 
interpretado como que si el fiscal pide la absolución, 
necesariamente el juez debe decretarla. 
 
Esta norma, debe resaltarse, se muestra aislada dentro del contexto 
de lo que se decanta en el sistema acusatorio colombiano en torno de las 
facultades del fiscal, pues, se repite, bajo el imperio del principio de 
legalidad y dentro del entorno de las muy limitadas posibilidades de 
disponer autónomamente de la acción penal, en la generalidad de 
los casos. Su potestad deviene en simple posibilidad de postulación, 
sujeta siempre a la decisión del juez (de control de garantías, en los 
casos de aplicación del principio de oportunidad, y del juez de conocimiento, 
respecto de la solicitud de preclusión), sin que esa decisión opere 
solamente formal o limitada por la manifestación del fiscal…” 

 
De acuerdo con las anteriores pautas jurisprudenciales del órgano 
jurisdiccional de cierre en materia penal, infiere el Tribunal que la reforma del 
actual sistema penal implicó para la Fiscalía General de la Nación, no obstante 
su adscripción a la Rama Judicial, la concentración de funciones de 
investigación y acusación, a cambio de las funciones judiciales que ahora 
quedaron reducidas a unas pocas, como el archivo de diligencias y 
excepcionalmente órdenes de captura, de allanamiento, interceptación de 
comunicaciones y vigilancia y seguimiento de personas. 
 
Igualmente, en cuanto a la capacidad de disposición de la acción penal en el 
nuevo sistema penal acusatorio, el rol de la Fiscalía General de la Nación ha 
quedado limitado, por cuanto ahora sólo cuenta con ella en los casos de 
terminación anticipada del proceso ya sea por preclusión, ora por aplicación 
del principio de oportunidad, de tal manera que es al Juez a quien 
corresponde dentro del sistema actual a quien corresponde la decisión de 
aceptar o descartar la imputación y la solicitud que sea formulada por el Fiscal 
y que por modo alguno condiciona la valoración y la determinación que el 
juez ha de adoptar, pudiendo éste avalar, o no, la postulación del ente 
acusador que siempre estará sujeta a la decisión del juzgador. 
… 
 Así las cosas, resulta claro que la solicitud formulada por la Fiscalía   General 
de la Nación, sobre la imposición de la medida restrictiva al señor joven Usma 
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ferro fue a todas luces infundada; no obstante, su solicitud no representaba 
para el juzgador la obligación de acceder a la aplicación de la medida, de 
acuerdo con el análisis que quedó efectuado acerca de los límites y alcance 
de la función de la Fiscalía y de los Juzgados, dentro del proceso penal 
acusatorio. Luego, concluye el Tribunal, no le asiste responsabilidad alguna 
al ente acusador en la formulación de tal postulación, por cuanto la misma 
no constituye un factor determinante en la decisión que corresponde al 
juzgador, quien es el llamado a valorar las pruebas presentadas para tal 
efecto y, en últimas, adoptar la decisión que corresponda a los parámetros 
de legalidad, proporcionalidad y razonabilidad de la medida de detención 
preventiva, valoración y decisión que constituyen, precisamente, la fuente de 
responsabilidad que pueda llegar a tener el Estado por la privación de la 
libertad de una persona, como que es virtud de tal decisión que se hace 
efectiva la restricción, y no en razón de la solicitud que bien puede no ser 
decretada…”. 
 

El Tribunal de la Contencioso Administrativo del Cesar Sala de Decisión, 
mediante sentencia del 19 de enero del dos mil doce, y con ponencia del 
Magistrado ALVARO ENRIQUE RODRIGUEZ BOLAÑOS, ha señalado 
respecto de la responsabilidad de la Fiscalía General de la Nación lo 
siguiente: 

 
“…Tal como quedó expuesto, en este nuevo sistema acusatorio, la 
responsabilidad de la privación de la libertad de una persona está en cabeza 
del Juez de Control de Garantías, que según lo estipulado en el artículo 308 
del C.P.P:, ha de decretarse cuando de los elementos materiales probatorios 
y evidencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos 
legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado pueda ser autor 
o partícipe de la conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando se 
cumpla alguno de los siguientes requisitos: 1.Que la medida de 
aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el imputado 
obstruya el debido ejercicio de la justicia. “. Que el imputado constituye un 
peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima. 3. Que resulte 
probable que el imputado no comparezca al proceso o que no cumplirá la 
sentencia. Se señala parte de la doctrina 
entonces que, no bastara con evidencias de las cuales se pueda inferir la 
autoría o participación en la comisión de un delito, sino que se torna 
indispensable que la privación de la libertad devenga necesaria en razón del 
pronóstico positivo que se elabore, a partir de las tres (3) premisas que 
acompañan esta norma; lo que le indica al Juez de Control de Garantías que 
debe hacer un análisis muy acucioso no solo de los elementos de prueba que 
acompañen la petición del órgano investigador, sino de la aplicabilidad de 
uno de los postulados que integran el artículo 308 ya anotado. 
 
De lo anotado hasta ahora y de las pruebas que obran en el expediente, claro 
resulta para esta Sala que, la circunstancia de que el señor GEIBER JOSÉ 
MONTERO BARLETA haya estado privado de la libertad se debió a la decisión 
que tomó en su momento el Juzgado El Juzgado Cuarto Penal Municipal de 
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Valledupar Cesar, representante de la Rama Judicial para estos efectos, al no 
ser acucioso no sólo en el estudio de los tres postulados que consagra el 
artículo 308 del C.P.P. si no, en la valoración de las pruebas que presentase 
la fiscalía, ya que, para que se presentará la preclusión de la investigación en 
contra del señor GEIBER JOSÉ MONTERO BARLETA, la fiscalía aportó informe 
de reconocimiento de la víctima del hecho delictuoso, donde esta no 
reconoció al señor MONTERO BARLETA, ni como autor ni como partícipe del 
hurto de su motocicleta, lo que le indica a esta Sala que, si el Juez de Control 
de Garantías hubiese sido precavido cuando se le solicitó dicha medida, se 
hubiere dado cuenta que la fiscalía no había aportado prueba contundente 
de la participación en la comisión del delito, y esta medida jamás se hubiere 
tomado. Téngase en cuenta que la ley 906 del 2004 brinda al ente 
investigador una gama de alternativas para la plena identificación de la (s) 
persona (s) que hayan podido de cometer un delito previniendo con esto que, 
a la persona que se le sigue una investigación penal, al final resulte declarada 
inocente por no ser la persona que había participado en cualquier modalidad 
de dicho hecho delictuoso. Con la gama de posibilidades que brinda la nueva 
ley para la plena identificación de una persona van envueltas dos situaciones 
muy particulares: 1. Llevar la investigación penal en contra de la persona que 
participó en la comisión del delito, y 2. Evitar la privación de la libertad de 
persona errada y la consiguiente demanda de reparación. 
 

En el presente caso observa la Sala que, de haberse indagado por parte del Juez 
Cuarto Penal Municipal de Valledupar- Cesar, quien fungió como Juez de Control 
de Garantías para imposición de la medida de aseguramiento en contra del señor 
GEIBER JOSÉ MONTERO BARLETA, de si la policía judicial hizo uso de lo que 
preceptúa el artículo 252 del C.P.P., en cuanto al reconocimiento fotográfico por 
parte de la víctima del delito que se investigaba en relación a que si reconocía al 
señor MONTERO BARLETA como partícipe del hurto de su motocicleta, clara y 
rápidamente se hubiese llegado a la conclusión de que el señor GEIBER JOSÉ 
MONTERO BARLETA, no había estado involucrado en el hecho delictivo del robo 
de la misma y, por ende, jamás se le hubiese dictado la medida de aseguramiento 
por la cual fue cobijado por más de cien (100) días, y de la cual es responsable 
por haber tomado la decisión un juez de la república, la Rama Judicial. 

 
Es bien cierto que en el nuevo sistema penal acusatorio la Fiscalía juega un papel 
importante en cuanto a la privación de la libertad de una persona, pero no es 
menos cierto que la responsabilidad de decretarla es de un juez de la república…”.  
  
La Sentencia Tribunal Administrativo de Cundinamarca-Sección Tercera-
Subsección B Magistrado Ponente Carlos Alberto Vargas Bautista- 
noviembre 17 de 2010-Actor Francy Eunice Millán Rincón y Otros 
Demandado Fiscalía General de la Nación-Rama Judicial Expediente: 
2009- 369, que entre otros dijo: 
 
“FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA LEY 906 de 2004 
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Ahora bien LA NACIONA- FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN no se encuentra 
legitimada en la causa por pasiva, toda vez que pese a ser una entidad pública a 
quien se le imputan los perjuicios causados al demandante debido a las medidas 
adoptadas, ésta dentro del proceso penal es parte, en consecuencia al presentar 
el escrito de acusación y formular la imputación por el delito de Homicidio 
Agravado en concurso sucesivo heterogéneo con el punible de Hurto Calificado en 
cabeza de Juan pablo Millán, por consiguiente el hecho que llevaron a la supuesta 
privación injusta de la libertad, por lo cual la excepción propuesta por la apoderada 
de la Fiscalía General de la Nación está llamada a prosperar, no por los argumentos 
esgrimidos en la contestación, sino porque en el sistema penal acusatorio la 
Fiscalía es parte dentro del proceso”. 

 
Me permito citar la Sentencia Tribunal Administrativo de  Antioquia- Sala 
Segunda de Oralidad Magistrada Ponente Beatriz Elena Jaramillo 
Muñoz- Septiembre 30 de 2013-Actor Camilo ANDRES MONCADA URIBE 
y Otros Demandado Fiscalía General de la Nación-Rama Judicial 
Expediente: 2013- 307, que entre otros dijo: 
 
“…La Fiscalía General de la Nación Propone como excepción la falta de legitimación 

por pasiva, en tanto, argumenta la entidad demandada que al no ser la competente 
de acuerdo con el nuevo estatuto de procedimiento penal para imponer la medida 
de aseguramiento toda vez que le corresponde adelantar la investigación, para 
solicitar como medida preventiva la atención del sindicado, correspondiéndole al 
Juez de Garantías estudiar dicha solicitud, para establecer la viabilidad o no de 
decretar la medida de aseguramiento. 
Al respecto precisa esta Sala que dicha entidad no goza de legitimación en la causa 

por pasiva en el caso en concreto, ya que si bien la Fiscalía General de la Nación, 
puede ser llamada a responder por alguna acción u omisión que cause un daño 
antijurídico lo que se debate en el caso concreto es la privación injusta de la libertad 
del señor Camilo Andrés Moncada Uribe, la misma que no fue ordenada por la 
Fiscalía como ente acusador, sino por el Juez Veintisiete Penal Municipal con 
funciones de Control de Garantías, el cual es representado en el juicio contencioso 
administrativo por la NACION – RAMA JUDICIAL a través del Director Ejecutivo de 
Administración Judicial, toda vez que bajo las ritualidades propias del actual Código 
de Procedimiento Penal – Ley 906 de 2004-, la competencia para proferir decisiones 
que acarreen disposición de la libertad de los individuos en la actualidad recae 
exclusivamente sobre los Jueces Penales. 
 
ARTICULO 2° LIBERTAD. Toda persona tiene derecho a que se respete su 
libertad. Nadie podrá ser molestado en su persona ni privado de su libertad sino 
en virtud de mandamiento escrito de autoridad judicial competente, emitido con 
las formalidades legales y por los motivos previamente definidos en la ley. 
 
El Juez de control de garantías, previa solicitud de la Fiscalía General de la Nación, 
ordenará la restricción de la libertad del imputado cuando resulte necesaria para 
garantizar su comparecencia o la preservación de la prueba o la protección de la 
comunidad, en especial, de las víctimas, igualmente, por petición de cualquiera de 
las partes, en los términos señalados en este código, dispondrá la modificación o 
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revocación de la medida restrictiva si las circunstancias hubieren variado y la 
convirtieren en irrazonable o desproporcionada. 
 
En las capturas en flagrancia y en aquellas en donde la Fiscalía General de la 
nación, existiendo motivos fundados, razonablemente carezca de la oportunidad 
de solicitar el mandamiento escrito, el capturado deberá ponerse a disposición del 
Juez de control de garantías en el me4nor tiempo posible sin superar las treinta y 
seis (36) horas siguientes   
(…) (…) 
 
ARTICULO 39. DE LA FUNCIÓN DE CONTROL DE GARANTIAS. La función 
de control de garantías, será ejercida por un juez penal municipal del lugar en que 
se cometió el delito. 
 
Si más de un juez municipal resultare competente para ejercer la función de control 
de garantías, esta será ejercida por el que se encuentre disponible de acuerdo con 
los turnos previamente establecidos. El juez que ejerza el control de garantías 
quedará impedido por conocer del mismo caso en su fondo. 
 
Cuando el acto sobre el cual debe ejercerse la función de control de garantías 
corresponda a un asunto que por competencia esté asignado a juez penal 
municipal, o concurra causal de impedimento y solo exista un funcionario de dicha 
especialidad en el respectivo municipio, la función de control de garantías deberá 
ejercerla otro juez municipal del mismo lugar sin importar su especialidad o, a la 
falta de este, del municipio más próximo. 
 
PARAGRAFO 1°. En los casos que casos que conozca la Corte Suprema de 
Justicia, la función de juez de control de garantías será ejercida por un magistrado 
de la Sala del Tribunal Superior de Bogotá. 
PARAGRAFO 2°. Cuando el lugar donde se cometió el hecho pertenezca a un 
circuito en el que haya cuatro o más jueces de esa categoría, uno de estos ejercerá 
la función de control de garantías. 
Así mismo el artículo 250 de la Constitución Política fue modificado por el acto 
legislativo 03 del 19 de diciembre de 2002, 
ARTICULO 250. < Artículo modificado por el artículo 2 del acto Legislativo No 2 
de 2002> La Fiscalía General d la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de 
la acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las 
características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, 
petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes del 
mismo. No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la 
persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley para la aplicación del 
principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política criminal del 
Estado., el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos 
por Miembros de la Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo 
servicio. 

 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
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1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las 
medidas necesarias que aseguren la comparecencia de los 
imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial de las víctimas. 

                    (…)  (…) 
 
 Ahora bien, se concluye que los jueces de control de garantías a quienes 
se les atribuyó la adopción de medidas de aseguramiento y que dieron 
funcionarios jurisdiccionales tienen competencia exclusiva para revisar 
que las actuaciones de la Fiscalía se encuentra conforme a sus facultades 
legales y constitucionales y que le hayan sido protegidos en su 
integridad los derechos fundamentales del investigado, encontrándose 
de manera clara una falta de legitimación de la libertad por pasiva de la 
Fiscalía General de la Nación, pues la privación de la libertad se reitera, 
es única y exclusivamente función de los jueces penales competentes 
según las normas ya referenciadas….”.  (Resaltado y subrayado fuera de 
texto). 
 
Finalmente, me permito citar la Sentencia proferida por el Juzgado Primero 
Administrativo Oral de Barranquilla- calendada 26 de julio de 2014 
dentro del proceso 2013-226 -Actor IVAN JOSE CAMACHO GUZMAN y 
Otros Demandado Nación - Fiscalía General de la Nación- y otros, que 
entre otros dijo: 
 
“… (...)En cuanto a la medida de aseguramiento, el legislador estableció los 
requisitos que deberán cumplirse para imponer una medida de aseguramiento 
restrictiva dela libertad así: 
 

“Artículo 308. Requisitos. El juez de control de garantías, a petición del 
Fiscal General de la Nación o de su delegado, decretará la medida de 
aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y evidencia 
física recogidos y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se 
pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de 
la conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de 
los siguientes requisitos: 
 

1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar 
que el imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia. 

2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad 
o de la víctima. 

3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que 
no cumplirá la sentencia. 

 
Pese a lo afirmado por el demandante, la imposición de la medida de 
aseguramiento en su contra, viene acobijada con la presunción del cumplimiento 
de tales requisitos pues la prueba arrimada al proceso contencioso revela que tal 
medida no fue impugnada por su apoderado lo que no se debe atribuir a 
desconocimiento de la Ley –pues ya lleva mucho tiempo de vigencia a la ocurrencia 
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de los hechos que hoy se cuestionan judicialmente- Tampoco se puede afirmar de 
ella ilegalidad alguna por el hecho de haberse razonado, una inferencia lógica de 
la ocurrencia del hecho además se acreditaron los elementos materiales 
probatorios entre ellos, existe denuncia bajo juramento que es uno de los 
requisitos para poner en movimiento el aparato punitivo del estado. Por ende, y 
ante el hecho destacable que el defensor del imputado no interpusiera recursos 
frente a la medida de aseguramiento, mal podría catalogar este juez que las 
actuaciones del juez penal de control de garantías fueron como las afirmo el actor. 
Aceptar esa tesis, sería desconocer los presupuestos imperativos impuestos por el 
legislador para el ejercicio legítimo del ius puniendi, de acuerdo a la competencia 
conferida a los jueces penales. 
Ahora bien, en torno a las medidas de aseguramiento, acudiendo a la 
interpretación de las normas penales en respecto a la unidad del ordenamiento 
jurídico no puede perder de vista el despacho que la Corte Constitucional ha 
indicado en sentencias de rango “C” que las medidas no tienen carácter 
sancionatorio. Así indica el máximo tribunal constitucional: 

 
“El propósito que orienta la adopción de este tipo de medidas es de carácter 
preventivo y no sancionatorio. Por ello, no son el resultado de sentencia 
condenatoria ni requieren de juicio previo; buscan responder a los intereses 
de la investigación y de la justicia al procurar la comparecencia del acusado 
al proceso y la efectividad de la eventual sanción que llegare a imponerse. 
La detención persigue impedirle al imputado la fuga, la continuación de su 
actividad delictual o las labores que emprenda para ocultar, destruir, 
deformar o desvirtuar elementos probatorios importantes para la institución 
….” (Resalto la Corte Constitucional). 
 

Ahora bien, como la media de aseguramiento comprende la afectación de derechos 
fundamentales es necesario, para garantizar los derechos del imputado, que la 
misma sea sometida a una autorización judicial que debe verificar, entre 
otros requisitos, la necesidad y la finalidad de la medida, al igual que 
prever su adecuada sustentación y la oportunidad de ser controvertida, 
aún más cuando dicha medida puede comprometer la libertad del 
procesado. En torno a la necesidad de la medida de aseguramiento como una 
restricción al derecho a la libertad individual del procesado, también la Corte 
Constitucional se ha pronunciado en varios de sus fallos. (Negrillas del Despacho). 
Luego de las anteriores circunstancias jurisprudenciales dictadas por la Corte 
Constitucional en sede “C” que gobiernan el sistema penal acusatorios, el despacho 
no observa que la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN haya afectado la libertad 
personal del demandante pues se ajustó a las previsiones normativas del sistema 
penal acusatorio máxime si se tiene en cuanta que fue un JUEZ DE CONTROL DE 
GARANTÍAS el que legalizó la captura, la imputación, y decretó la medida de 
aseguramiento teniendo en cuenta las conductas punibles de que da cuenta el 
informativo criminal. 
Ahora bien, si la Fiscalía no completó las pruebas en etapa de juicio o no las pudo 
recaudar, el proceder inmediato del Juez en la audiencia donde indicó el sentido 
del fallo de manera inmediata, ordenó la libertad del sindicado siendo una 
conducta eminentemente legítima pues como se dijo, en la etapa de juzgamiento 
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se defina la responsabilidad penal donde el juez adquirirá la certeza debida para 
exonerar o condenar al proceso. En estos sistemas, encontramos que el rol del 
fiscal es como un sujeto procesal más, pero sui generis, que en representación del 
estado, hace su plan metodológico, busca sus pruebas y las presenta al juez, ahora 
bien, ante el hecho concreto que los testigos de cargo de la Fiscalía no asistieron, 
la lógica deductiva y las mismas reglas de la experiencia conllevan a que en esa 
audiencia el fiscal renunciara de las pruebas; conducta negligente y reprochable 
hubiese sido el FISCAL  mantuviera la audiencia, la dilatara, trajera pruebas para 
sostener una acusación contraria a la realidad que hubiere conducido al juez en 
error; eso es distinto pero no existiendo esas pruebas en el juicio lo más acertado 
fue, haberlas renunciado lo que en esa etapa procesal, según la finalidad de la ley 
906 de 2004, resultó  proporcionado, justo útil , para la libertad inmediata del 
procesado(…)…”. 
 
Finalmente el Honorable Consejo de Estado en Sentencia del 24 de junio de 2015, 
con ponencia del Doctor Hernán Andrade Rincón sostuvo: 
 
“…la Sala estima necesario precisar que si bien cada una de las entidades 
demandadas ostentan la representación de la Nación en casos en los cuales se 
discute la responsabilidad del Estado por hechos imputables a la Administración 
de Justicia (inciso segundo del artículo 49 de la Ley 446 de 1998  y numeral 8 del 
artículo 99 de la Ley 270 de 1996 ), lo cierto es que las decisiones que se discuten 
en el presente litigio y que habrían ocasionado el daño por cuya indemnización se 
reclama, fueron proferidas por la Rama Judicial, razón por la cual una vez 
efectuado el recuento probatorio, se concretará si el aludido daño antijurídico 
reclamado se encuentra acreditado y, de estarlo, se establecerá si el mismo le 
resulta imputable a la Rama Judicial, (la cual fue debidamente notificada y 
representada), de lo contrario habrá lugar a confirmar la decisión apelada. 
 
En efecto, con la expedición de la Ley 906 de 2004 -Código de Procedimiento 
Penal- el legislador articuló el proceso penal de tal manera que buscó fortalecer la 
función investigativa de la Fiscalía General de la Nación, como de instituir una clara 
distinción entre los funcionarios encargados de investigar, acusar y juzgar dentro 
de la acción penal, por lo que, suprimió del ente investigador -Fiscalía- la facultad 
jurisdiccional , la cual venía ejerciendo por disposición del antiguo código de 
procedimiento penal -ley 600 de 2000-. 
 
Así las cosas, a la luz de las nuevas disposiciones del procedimiento penal, la 
facultad jurisdiccional quedó en cabeza de la Rama Judicial, razón por la cual, las 
decisiones que impliquen una privación de la libertad, son proferidas por los Jueces 
que tienen a su cargo el conocimiento del proceso penal , como en efecto ocurrió 
en este caso mediante el auto proferido el 18 de noviembre de 2005 por el Juez 
Segundo Penal Municipal con Funciones de Garantías que decretó la medida de 
aseguramiento contra el actor. 
Así pues, en el sub examine las decisiones que llevaron a la privación de la libertad 
del señor Carlos Julián Tuñón Gálviz, si bien es cierto fueron solicitadas por la 
Fiscalía General de la Nación, lo cierto es que dicho ente no tenía la potestad de 
decidir sobre la privación de la libertad del hoy actor, cosa que sí le correspondía 



 

    
 

Página 19  
JL. 46.165  

Rad. 2019-139 
Ekogui. 2250138 

 

OFICINA JURIDICA DEL MAGDALENA 
CARRERA 8 No. 26A-15. SANTA MARTA, D.T.C.H. Código Postal 470003   
CONMUTADOR 4232516-4215862    
.jjur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co o carmen.carrenog@fiscalia.gov.co 
 

a la Rama Judicial, por encontrarse, dentro de sus funciones jurisdiccionales, razón 
por la cual, forzoso resulta concluir que en el presente asunto y, a la luz de las 
nuevas disposiciones penales, no es posible endilgarle responsabilidad alguna a la 
Fiscalía General de la Nación, razón por la cual se confirmará su falta de 
legitimación en la causa por pasiva…” 
 
Entonces concluyendo lo anteriormente citado de los jurisprudenciales descritos y 
del análisis de los hechos que son materia de debate procesal, que no existe la 
posibilidad de indemnizar al demandante, pues la actuación de la Fiscalía fue 
dentro de los parámetros judiciales del debido proceso, jamás fue injusta, 
desproporcionada o indebida 
 
De otra parte, recordemos que nuestra Carta Política en su artículo 28 
da autonomía, libertad e independencia al funcionario para interpretar 
los hechos sometidos a su conocimiento y así mismo aplicar las normas 
constitucionales y legales que juzgue apropiadas para resolver el 
conflicto, haciendo prevalecer el derecho sustancial. 
 
 
Igualmente, al respecto existen 8 antecedentes jurisprudenciales como son:  
 

* Honorable Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 

Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 24 de junio de 2015, 

expediente: 38.524, C.P. HERNÁN ANDRADE RINCÓN. 

* Honorable Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 

Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 18 de abril de 2016, 

expediente: 40217, C.P. CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA. 

* Honorable Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 

Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 26 de mayo de 

2016, expediente: 41573, C.P. HERNÁN ANDRADE RINCÓN.  

* Honorable Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 
Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 30 de junio de 2016, 
expediente: 41604, C.P. MARTHA NUBIA VELÁSQUEZ RICO. 

*  
* Honorable Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 

Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 14 de julio de 2016, 
expediente: 42476, C.P. MARTA NUBIA VELASQUEZ. 

 
* Honorable Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 

Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 14 de julio de 2016, 
expediente: 42555, C.P. MARTHA NUBIA VELÁSQUEZ RICO. 

 
* Honorable Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 

Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 21 de julio de 2016, 
expediente: 41608, C.P. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. 
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* Honorable Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 

Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 26 de abril de 2017, 
expediente: 47380, C.P. MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO. 

 
* Honorable Consejo de Estado Sala de lo Contencioso 

Administrativo Sección Tercera, Sentencia 
66001233100020100023501 (46947), Ago. 18/18. (M. P. Carlos 
Alberto Zambrano) 

 
* Corte Constitucional, Sentencia SU-072, Jul. 5/18 

 
CULPA EXCLUYENTE DE UN TERCERO 
 
En el asunto objeto de estudio,  no se le puede imputar a la FISCALIA GENERAL 
DE LA NACIÓN la responsabilidad por los perjuicios sufridos por la parte 
demandante, o daño especial por existir un eximente de responsabilidad como lo 
es el hecho de un tercero, toda vez que la investigación Penal y con ello la medida 
de aseguramiento impuesta al señor AMADO DE JESUS, y no se hubiese 
impuesta en su contra, si el señor ANTONIO LUIS REALES MENDEZ, desde un 
principio hubiese colaborado con la Fiscalía en la investigación, quien sólo con 
posterioridad a la medida de aseguramiento, acepto los cargos, inculpándose del 
delito de Fabricación, tráfico y porte de armas y municiones o explosivos de uso 
privativo de las fuerzas militares en la modalidad de porte, es decir, cuando la 
entidad la Fiscalía, presentó el escrito de acusación, siendo así que se puso en 
funcionamiento el aparato judicial para iniciar la investigación y así dar 
cumplimiento al artículo 250 de nuestra constitución política, que si bien se profirió 
preclusión de la investigación, fue producto de una aceptación de cargos por 
REALEZ MENDEZ, quien excluyo a SALAZAR CALDERON, del delito por el cual 
fueron investigados.  
 
Al respecto, es de recordar que el Consejo de Estado, en relación con hechos 
similares a los alegados por la parte actora, ya se ha pronunciado, recordemos:  
 
"...constituye causa exonerativa de responsabilidad la circunstancia de que el 
hecho dañoso no sea imputable a la administración.  Y se dice que no es imputable 
cuando quiera que se ha producido por la actuación exclusiva de un tercero, de la 
víctima o por acaecimiento de una fuerza mayor o caso fortuito...". (Consejo de 
Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Tercera - Bogotá, D. C., 
23 de Octubre de 1975 - Consejero Ponente Dr. Carlos Portocarrero Mutis - Ref. 
Exp. 1405 Actor Ananías Hernández Vargas - A.C.E. Año L Tomo LXXXIX Nos. 447 
- 448 Página 438).  
 

CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA 

Su señoría esta parte considera que se encuentra configurada esta causal de 
exoneración de responsabilidad, toda vez que el señor AMADO DE JESUS 
SALAZAR CALDERON, fue capturado en flagrancia y dentro de sus 
argumentos de defensa, nunca solicitaron el interrogatorio de parte y no hicieron 
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nada en toda la investigación para demostrar su inocencia, esperaron solo hasta 
que se presentó la aceptación y aprobación del preacuerdo realizado por el señor  
ANTONIO LUIS REALES MENDEZ y este aceptara los cargos endilgados, 
excluyendo a los demás sindicados; actuación que se presentó después de haberse 
allegado el escrito de acusación ante el juzgado de conocimiento y encontrándose 
en la etapa de juicio. 

Igualmente, al proferirse la medida de aseguramiento, los sujetos procesales que 
este caso AMADO DE JESUS SALAZAR y su apoderado, guardaron silencio y no 
interpusieron recurso alguno frente a la decisión tomada por el juez de garantía. 

Por otra parte, cabe señalar que en el acta de la preclusión de la investigación 
celebrada el 27 de febrero de 2017, en su numeral segundo señaló: “Déjese a 
disposición del fondo de Bienes de la Fiscalía General de nación el automotor tipo 
Bus de placas XIC-019 adscrito a la empresa COTRACEGUA.”, lo que se puede 
demostrar que probablemente el conductor, tenía conocimiento de los elementos 
llevados en el mencionado vehículo y conducido por éste, pues durante todo el 
tiempo en que duro la investigación, no se hizo nada para su reclamación, ni por 
el propietario, tenedor, etc., nos queda este interrogante, ¿por qué no se hizo nada 
para la reclamación del rodante, cuando era un vehículo de transporte público, 
generaba ingresos y ganancias, lo que se dejó al final fue el comiso? 

OBRO DE NO DEBIDO 
 

No hay lugar al pago de las sumas que se pretenden por la parte actora conforme 
con lo expuesto anteriormente.  

 
INEPTITUD FORMAL DE LA DEMANDA POR INEXISTENCIA DE DAÑO 
ANTIJURIDICO 
 
El artículo 90 de la Carta Política  determina que el Estado responderá 
patrimonialmente por daños, pero no cualquier clase de daño, en ella se señala 
expresamente que los denominados ANTIJURIDICOS, agregando además “que le 
sean imputables”, causados ya sea por acción u omisión de las autoridades 
públicas.  
 
Así, la responsabilidad estatal está construida a partir de la consideración de 
antijuridicidad de la conducta o actividad del agente público, carente de título 
jurídico válido y que excede las obligaciones que debe soportar el individuo como 
integrante de la sociedad, en el caso específico de la privación injusta de la 
libertad, tales argumentos se dirigen a quienes ostentan facultad para ello, pero 
que lo hacen sin los presupuestos de la ley, y los que reciben sentencias 
condenatorias en ausencia de la certeza legal objetiva que demanda la norma 
procedimental penal para que el juez proceda de tal manera, circunstancias que 
no se ajustan al caso en concreto. 
 

PRUEBAS 
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Señor Juez, téngase las aportadas con la demanda, y así mismo por parte de la 
entidad a la que represento, solicito muy respetuosamente el interrogatorio de 
parte del señor AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON, a efecto que deponga 
sobre los hechos que dieron origen a la investigación penal. 
 
Tenga como pruebas la información dada por la Coordinadora Oficina de 
Asignaciones de la Fiscalía General de la Nación, sobre las investigaciones 
adelantadas en contra de AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON. 
 
Igualmente, correo electrónico elevado al fiscal que tuvo conocimiento del caso, 
para que envié la carpeta: 

noticia criminal Despacho Delito 

"444306001082201600308" 

FISCALIA 02 ESPECIALIZADA - 

RIOHACHA 

FABRICACION, TRAFICO Y PORTE DE 

ARMAS DE USO PRIVATIVO DE LAS 

FUERZAS ARMADAS ART. 366 C.P. 

 
 Una vez allegada se le remitirá a su despacho o por el contrario se le requiera, al 
mencionado despacho.  
 
Por otra parte, desde ya se depreca, sea negada, la solicitud de ordenar que por 
secretaria se oficie a los juzgados que llevaron a cabo las diferentes audiencias, 
para que remitan los discos compactos que contengan los audios de las diligencias 
relacionadas, por cuanto el artículo 173 del Código General del Proceso, señala 
la oportunidad probatoria y en el numeral segundo establece: “…El juez se 
abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de 
derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo 
cuando la petición no hubiese sido atendida, lo que deberá acreditarse 
sumariamente.” 
 
Conforme a lo anterior, el apoderado no aportó documento alguno donde 
acreditase que hubiese recurrido ante las autoridades penales, a efecto se 
dispusiera la entrega de los audios a través de cd, y así dar cumplimiento al artículo 
167 del Código General del Proceso, donde se establece la carga de la prueba, que 
incumbe a los demandantes probar los supuestos de hechos de las normas que 
consagra el efecto jurídico que se persiguen que este caso, la presunta privación 
injusta de la libertad que fue objeto el señor AMADO DE JESUS SALAZAR 
CALDERON. 
 

ANEXOS 
 

Anexo la presente solicitud: 
 

 Poder para actuar  
 Fotocopia de la Resolución número 0-0582 de abril 2 de 2014 (Por medio 

de la cual se organiza administrativamente la Dirección Jurídica y se dictan 
otras disposiciones).  
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  Fotocopia de la Resolución de Nombramiento y Acta de Posesión de la 
Directora Jurídica de la Oficina Jurídica de la Fiscalía General de la Nación.  

  Fotocopia de la Resolución de Nombramiento y Acta de Posesión de la 
suscrita. 

 De las pruebas relacionadas en el acápite de pruebas 
 

NOTIFICACIONES 
 

Las recibiré en la Carrera 8ª N° 26-15 Barrio la Esperanza de Santa Marta, o en la 
secretaria del Juzgado o través del correo electrónico 
jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co o carmen.carrenog@fiscalia.gov.co, 
teléfono 3008101460 
 
Señora Jueza, 
 

 

CARMEN ROSA CARREÑO GOMEZ 
C. C. No. 37.890608 de San Gil 
T. P. No. 110.171  del C. S. de la J.  
(30/11/2021) 



Número Noticia 44001609927020060033701 

Ley De 
Aplicabilidad 

LEY 600 

Procedimiento 
Abreviado? 

NO 

Tipo Noticia DENUNCIA 

Documento CEDULA DE CIUDADANIA 8395519 

Nombre SALAZAR CALDERON AMADO DE JESUS 

Calidad DENUNCIANTE 

Delito INCENDIO ART. 350 C.P. 

Fecha De Los 
Hechos: 

06/08/2006 00:00:00 

Lugar De Los 
Hechos: 

 

Seccional Fiscalia 100221 - DIRECCIÓN SECCIONAL DE LA GUAJIRA 

Unidad Fiscalía 440014207 - UNIDAD LEY 600 - RIOHACHA 

Despacho 1 - FISCALIA 01 

Estado De La 
Asignación 

VIGENTE 

Estado Del Caso INACTIVO 

Etapa Del Caso ETAPA DE INSTRUCCION 

 

Número Noticia 44001609927020060033701 

Ley De 
Aplicabilidad 

LEY 600 

Procedimiento 
Abreviado? 

NO 

Tipo Noticia DENUNCIA 

Documento CEDULA DE CIUDADANIA 8395519 

Nombre CALDERON SALAZAR AMADO DE JESUS 

Calidad INDICIADO 

Delito INCENDIO ART. 350 C.P. 

Fecha De Los 
Hechos: 

06/08/2006 00:00:00 

Lugar De Los 
Hechos: 

 

Seccional Fiscalia 100221 - DIRECCIÓN SECCIONAL DE LA GUAJIRA 

Unidad Fiscalía 440014207 - UNIDAD LEY 600 - RIOHACHA 

Despacho 1 - FISCALIA 01 

Estado De La 
Asignación 

VIGENTE 

Estado Del Caso INACTIVO 



Etapa Del Caso ETAPA DE INSTRUCCION 

 

Número Noticia 470016001018201300869 

Ley De 
Aplicabilidad 

Ley 906 

Procedimiento 
Abreviado? 

NO 

Tipo Noticia ACTOS URGENTES 

Documento CEDULA DE CIUDADANIA 8395519 

Nombre SALAZAR CALDERON AMADO DE JESUS 

Calidad INDICIADO 

Delito HOMICIDIO CULPOSO ART. 109 C.P. 

Fecha De Los 
Hechos: 

27/03/2013 19:50:00 

Lugar De Los 
Hechos: 

VIA ORDEN NACIONAL, UNA CALZADA, DOS CARRILES, ALCATRACES - MAMATOCO KM 7+450 

Seccional Fiscalia 100241 - DIRECCIÓN SECCIONAL DE MAGDALENA 

Unidad Fiscalía 4700142006 - UNIDAD SECCIONAL - VIDA Y OTROS - SANTA MARTA 

Despacho 32 - FISCALIA 32 

Estado De La 
Asignación 

VIGENTE 

Estado Del Caso INACTIVO 

Etapa Del Caso INDAGACIÓN 

 

Número Noticia 470016001018201300869 

Ley De 
Aplicabilidad 

Ley 906 

Procedimiento 
Abreviado? 

NO 

Tipo Noticia ACTOS URGENTES 

Documento CEDULA DE CIUDADANIA 8395519 

Nombre SALAZAR CALDERON AMADO DE JESUS 

Calidad ELEMENTO CAUSANTE DEL DELITO 

Delito HOMICIDIO CULPOSO ART. 109 C.P. 

Fecha De Los 
Hechos: 

27/03/2013 19:50:00 

Lugar De Los 
Hechos: 

VIA ORDEN NACIONAL, UNA CALZADA, DOS CARRILES, ALCATRACES - MAMATOCO KM 7+450 

Seccional Fiscalia 100241 - DIRECCIÓN SECCIONAL DE MAGDALENA 

Unidad Fiscalía 4700142006 - UNIDAD SECCIONAL - VIDA Y OTROS - SANTA MARTA 

Despacho 32 - FISCALIA 32 



Estado De La 
Asignación 

VIGENTE 

Estado Del Caso INACTIVO 

Etapa Del Caso INDAGACIÓN 

 
 
Intervalo de registros:1 - 4 

Total de regitros:4 

 

 

Caso Noticia:    44001609927020060033701 

Ley de Aplicabilidad:    LEY 600 

Procedimiento 

Abreviado?:    NO 

Priorizado:    NO 

  

Información del Caso: 

Tipo Noticia:    DENUNCIA 

Delito:     INCENDIO ART. 350 C.P. 

Grado Delito:    NINGUNO 

Caracterización:     

Modalidad:     

Modo:     

Fecha de los 

Hechos:    06/08/2006 00:00:00 

Lugar de los hechos:    44001 KMT.33 VIA A PALOMINO 

Relato de los 

hechos: 
  
 DENUNCIA POR LA QUEMA DE UN BUS AFILIADO A LA EMPRESA EXPRESO 

ALMIRANTE PADILLA, INFORME DEL DPTO. DE POLICIA GUAJIRA RELACIONADO CON 

LA QUEMA DE DICHO BUS. 

Municipio Fiscal:    1 - RIOHACHA 

Seccional:    100221 - DIRECCIÓN SECCIONAL DE LA GUAJIRA 

Unidad de Fiscalía:    440014207 - UNIDAD LEY 600 - RIOHACHA 

Despacho:    1 - FISCALIA 01 

Estado de la 

asignación:   VIGENTE 

Unidad de 

Enrutamiento:    - 

Estado del caso:    INACTIVO 

Etapa del caso:    ETAPA DE INSTRUCCION 

      

Personas Vinculadas al Caso: 



Calidad:    DENUNCIANTE 

Documento:    CEDULA DE CIUDADANIA 

Número documento:    8395519 

Nombre:    SALAZAR CALDERON AMADO DE JESUS 

Departamento de 

notificación:     

Municipio de 

notificación: 
    

Direccion de 

notificación: 
    

Teléfono de 

notificación: 
    

Teléfono móvil:     

Correo Electrónico:     

Teléfono Oficina:     

      
      

Calidad:    INDICIADO 

Documento:    CEDULA DE CIUDADANIA 

Número documento:    8395519 

Nombre:    CALDERON SALAZAR AMADO DE JESUS 

Departamento de 

notificación: 
    

Municipio de 

notificación: 
    

Direccion de 

notificación: 
    

Teléfono de 

notificación:     

Teléfono móvil:     

Correo Electrónico:     

Teléfono Oficina:     

      
      

Calidad:    INDICIADO 

Documento:    CEDULA DE CIUDADANIA 

Número documento:    72152914 

Nombre:    MERCADO TORRES ANDRES 

Departamento de 

notificación: 
    

Municipio de 

notificación: 
    

Direccion de 

notificación:     

Teléfono de 

notificación:     



Teléfono móvil:     

Correo Electrónico:     

Teléfono Oficina:     

      

      
Resumen de las actuaciones registradas para el caso 

# 
Actuación Fecha Descripción 

Funcionario Que 
Realiza/Despacho 

PM-
Orden 

PJ 
Afecta 

Libertad Estado 

86068354 09/08/2006 
00:00 

Fiscal - 
APERTURA 

INVESTIGACION 
PREVIA 
AVERIGUACION 

- Primera Instacia 

RITA 
CECILIA 

APONTE 
URBINA 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86152396 09/08/2006 

00:00 

Fiscal - LIBRAR 

COMISION - 
Primera Instacia 

RITA 

CECILIA 
APONTE 
URBINA 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86158126 10/08/2006 
00:00 

Fiscal - ORDENA 
PRACTICA DE 

PRUEBAS - 
Primera Instacia 

RITA 
CECILIA 

APONTE 
URBINA 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86178183 10/08/2006 

00:00 

Fiscal - 

DECLARACION - 
Primera Instacia 

RITA 

CECILIA 
APONTE 
URBINA 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86081542 23/08/2006 
00:00 

Fiscal - ORDENA 
PRACTICA DE 

PRUEBAS - 
Primera Instacia 

RITA 
CECILIA 

APONTE 
URBINA 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86108914 13/09/2006 

00:00 

Fiscal - 

DECLARACION - 
Primera Instacia 

RITA 

CECILIA 
APONTE 

URBINA 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86068882 10/11/2006 
00:00 

Fiscal - 
APERTURA DE 

INSTRUCCION - 
Primera Instacia 

RITA 
CECILIA 

APONTE 
URBINA 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 



# 
Actuación Fecha Descripción 

Funcionario Que 
Realiza/Despacho 

PM-
Orden 

PJ 
Afecta 

Libertad Estado 

86260692 10/01/2007 
00:00 

Fiscal - 
INDAGATORIA - 

Primera Instacia 

RITA 
CECILIA 

APONTE 
URBINA 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86043232 10/01/2007 

00:00 

Fiscal - 

DECLARACION - 
Primera Instacia 

RITA 

CECILIA 
APONTE 

URBINA 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86260695 11/01/2007 
00:00 

Fiscal - 
INDAGATORIA - 

Primera Instacia 

RITA 
CECILIA 

APONTE 
URBINA 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86122508 06/05/2008 
00:00 

Fiscal - CIERRE 
DE 
INVESTIGACION 

- Primera Instacia 

CARMEN 
REMEDIOS 
FRIAS 

ARISMENDI 

NO 
TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86045396 27/05/2008 

00:00 

Fiscal - 

EJECUTORIA DE 
CIERRE - Primera 
Instacia 

CARMEN 

REMEDIOS 
FRIAS 
ARISMENDI 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86245261 27/05/2008 
00:00 

Fiscal - 
EJECUTORIA DE 

CIERRE - Primera 
Instacia 

CARMEN 
REMEDIOS 

FRIAS 
ARISMENDI 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86260693 16/02/2009 

00:00 

Fiscal - 

CALIFICACION 
CON 

RESOLUCION 
DE ACUSACION 
- Primera Instacia 

CARMEN 

REMEDIOS 
FRIAS 

ARISMENDI 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86261128 16/02/2009 
00:00 

Fiscal - 
CALIFICACION 

CON 
RESOLUCION 
DE ACUSACION 

- Primera Instacia 

CARMEN 
REMEDIOS 

FRIAS 
ARISMENDI 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 



# 
Actuación Fecha Descripción 

Funcionario Que 
Realiza/Despacho 

PM-
Orden 

PJ 
Afecta 

Libertad Estado 

86260694 25/11/2009 
00:00 

Fiscal - 
EJECUTORIA DE 

RESOLUCION 
ACUSACION 

CARMEN 
REMEDIOS 

FRIAS 
ARISMENDI 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86261129 25/11/2009 

00:00 

Fiscal - 

EJECUTORIA DE 
RESOLUCION 

ACUSACION 

CARMEN 

REMEDIOS 
FRIAS 

ARISMENDI 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

 
 
 

Caso Noticia:    44001609927020060033701 

Ley de Aplicabilidad:    LEY 600 

Procedimiento 

Abreviado?:    NO 

Priorizado:    NO 

  

Información del Caso: 

Tipo Noticia:    DENUNCIA 

Delito:     INCENDIO ART. 350 C.P. 

Grado Delito:    NINGUNO 

Caracterización:     

Modalidad:     

Modo:     

Fecha de los 

Hechos:    06/08/2006 00:00:00 

Lugar de los hechos:    44001 KMT.33 VIA A PALOMINO 

Relato de los 

hechos:   
 DENUNCIA POR LA QUEMA DE UN BUS AFILIADO A LA EMPRESA EXPRESO 

ALMIRANTE PADILLA, INFORME DEL DPTO. DE POLICIA GUAJIRA RELACIONADO CON 

LA QUEMA DE DICHO BUS. 

Municipio Fiscal:    1 - RIOHACHA 

Seccional:    100221 - DIRECCIÓN SECCIONAL DE LA GUAJIRA 

Unidad de Fiscalía:    440014207 - UNIDAD LEY 600 - RIOHACHA 

Despacho:    1 - FISCALIA 01 

Estado de la 

asignación:   VIGENTE 

Unidad de 

Enrutamiento: 
   - 

Estado del caso:    INACTIVO 

Etapa del caso:    ETAPA DE INSTRUCCION 



      

Personas Vinculadas al Caso: 

Calidad:    DENUNCIANTE 

Documento:    CEDULA DE CIUDADANIA 

Número documento:    8395519 

Nombre:    SALAZAR CALDERON AMADO DE JESUS 

Departamento de 

notificación:     

Municipio de 

notificación:     

Direccion de 

notificación:     

Teléfono de 

notificación:     

Teléfono móvil:     

Correo Electrónico:     

Teléfono Oficina:     

      

      

Calidad:    INDICIADO 

Documento:    CEDULA DE CIUDADANIA 

Número documento:    8395519 

Nombre:    CALDERON SALAZAR AMADO DE JESUS 

Departamento de 

notificación:     

Municipio de 

notificación:     

Direccion de 

notificación:     

Teléfono de 

notificación:     

Teléfono móvil:     

Correo Electrónico:     

Teléfono Oficina:     

      

      

Calidad:    INDICIADO 

Documento:    CEDULA DE CIUDADANIA 

Número documento:    72152914 

Nombre:    MERCADO TORRES ANDRES 

Departamento de 

notificación:     

Municipio de 

notificación:     



Direccion de 

notificación:     

Teléfono de 

notificación: 
    

Teléfono móvil:     

Correo Electrónico:     

Teléfono Oficina:     

      
Resumen de las actuaciones registradas para el caso 

# 
Actuación Fecha Descripción 

Funcionario Que 
Realiza/Despacho 

PM-
Orden 

PJ 
Afecta 

Libertad Estado 

86068354 09/08/2006 

00:00 

Fiscal - 

APERTURA 
INVESTIGACION 

PREVIA 
AVERIGUACION 
- Primera Instacia 

RITA 

CECILIA 
APONTE 

URBINA 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86152396 09/08/2006 
00:00 

Fiscal - LIBRAR 
COMISION - 

Primera Instacia 

RITA 
CECILIA 

APONTE 
URBINA 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86158126 10/08/2006 

00:00 

Fiscal - ORDENA 

PRACTICA DE 
PRUEBAS - 

Primera Instacia 

RITA 

CECILIA 
APONTE 

URBINA 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86178183 10/08/2006 
00:00 

Fiscal - 
DECLARACION - 

Primera Instacia 

RITA 
CECILIA 

APONTE 
URBINA 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86081542 23/08/2006 
00:00 

Fiscal - ORDENA 
PRACTICA DE 
PRUEBAS - 

Primera Instacia 

RITA 
CECILIA 
APONTE 

URBINA 

NO 
TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86108914 13/09/2006 

00:00 

Fiscal - 

DECLARACION - 
Primera Instacia 

RITA 

CECILIA 
APONTE 
URBINA 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86068882 10/11/2006 
00:00 

Fiscal - 
APERTURA DE 

INSTRUCCION - 
Primera Instacia 

RITA 
CECILIA 

APONTE 
URBINA 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 



# 
Actuación Fecha Descripción 

Funcionario Que 
Realiza/Despacho 

PM-
Orden 

PJ 
Afecta 

Libertad Estado 

86260692 10/01/2007 
00:00 

Fiscal - 
INDAGATORIA - 

Primera Instacia 

RITA 
CECILIA 

APONTE 
URBINA 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86043232 10/01/2007 

00:00 

Fiscal - 

DECLARACION - 
Primera Instacia 

RITA 

CECILIA 
APONTE 

URBINA 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86260695 11/01/2007 
00:00 

Fiscal - 
INDAGATORIA - 

Primera Instacia 

RITA 
CECILIA 

APONTE 
URBINA 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86122508 06/05/2008 
00:00 

Fiscal - CIERRE 
DE 
INVESTIGACION 

- Primera Instacia 

CARMEN 
REMEDIOS 
FRIAS 

ARISMENDI 

NO 
TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86045396 27/05/2008 

00:00 

Fiscal - 

EJECUTORIA DE 
CIERRE - Primera 
Instacia 

CARMEN 

REMEDIOS 
FRIAS 
ARISMENDI 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86245261 27/05/2008 
00:00 

Fiscal - 
EJECUTORIA DE 

CIERRE - Primera 
Instacia 

CARMEN 
REMEDIOS 

FRIAS 
ARISMENDI 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86260693 16/02/2009 

00:00 

Fiscal - 

CALIFICACION 
CON 

RESOLUCION 
DE ACUSACION 
- Primera Instacia 

CARMEN 

REMEDIOS 
FRIAS 

ARISMENDI 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

86261128 16/02/2009 
00:00 

Fiscal - 
CALIFICACION 

CON 
RESOLUCION 
DE ACUSACION 

- Primera Instacia 

CARMEN 
REMEDIOS 

FRIAS 
ARISMENDI 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 



# 
Actuación Fecha Descripción 

Funcionario Que 
Realiza/Despacho 

PM-
Orden 

PJ 
Afecta 

Libertad Estado 

86260694 25/11/2009 
00:00 

Fiscal - 
EJECUTORIA DE 

RESOLUCION 
ACUSACION 

CARMEN 
REMEDIOS 

FRIAS 
ARISMENDI 

NO 
TIENE 

OPJ 

NO ACTIVA 

86261129 25/11/2009 

00:00 

Fiscal - 

EJECUTORIA DE 
RESOLUCION 

ACUSACION 

CARMEN 

REMEDIOS 
FRIAS 

ARISMENDI 

NO 

TIENE 
OPJ 

NO ACTIVA 

 
 

Caso Noticia:    470016001018201300869 

Ley de 

Aplicabilidad:    Ley 906 

Procedimiento 

Abreviado?:    NO 

Priorizado:    NO 

  

Información del Caso: 

Tipo Noticia:    ACTOS URGENTES 

Delito:     HOMICIDIO CULPOSO ART. 109 C.P. 

Grado Delito:    NINGUNO 

Caracterización:     

Modalidad:     

Modo:     

Fecha de los 

Hechos:    27/03/2013 19:50:00 

Lugar de los 

hechos:   
 VIA ORDEN NACIONAL, UNA CALZADA, DOS CARRILES, ALCATRACES - MAMATOCO KM 

7+450 

Relato de los 

hechos:   

 SIENDO LAS 19:10 HORAS LA CENTRAL DE COMUNICIONES REPORTA AL PERSONAL 

DE LA RUTA DEL SOL UN ACCIDENTE DE TRANSITO OCURRIDO EN LA VIA 

ALCATRACES - MAMATOCO, LOS SEÑORES PATRULLEROS ALVARO REYES DE LUQUE, 

JORGE QUITO CUADRADO SE TRASLADAN AL LUGAR AL LLEGAR A ESTE EL CUAL 

CORRESPONDE AL KILOMETRO 7+450 METROS, HALLAN UN VEHICULO BUS, DE 

PLACAS UNC-083, SERVICIO PUBLICO, PROCEDEN A IDENTIFICAR AL CONDUCTOR QUE 

CORRESPONDE AL SEÑOR AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON, IDENTIFICADO 

CON LA CEDULA DE CIUDADANIA No. 8395519, SE REALIZA FIJACION TOPOGRAFICA 

DEL LUGAR DE LOS EMP Y EF AL IGUAL DE LA POSICION FINAL DEL VEHICULO, LOS 

RESIDENTE DEL SECTOR MANIFIESTAN QUE LA PERSONA HERIDA DE SEXO 

MASCULINO FUE TRASLADADA A LA CLINICA DEL PRADO DE SANTA MARTA, SE 

TRASLADA EL VEHICULO A LOS PATIOS DE TALLERES UNIDOS Y AL CONDUCTOR CON 

EL FIN DE REALIZAR LA PRUEBA DE ALCOHOLIMETRIA. 

Municipio Fiscal:    1 - SANTA MARTA 

Seccional:    100241 - DIRECCIÓN SECCIONAL DE MAGDALENA 

Unidad de 

Fiscalía: 
   4700142006 - UNIDAD SECCIONAL - VIDA Y OTROS - SANTA MARTA 



Despacho:    32 - FISCALIA 32 

Estado de la 

asignación:   VIGENTE 

Unidad de 

Enrutamiento: 
   DIRECCIÓN SECCIONAL DE MAGDALENA-OFICINA DE ASIGNACIONES - SANTA MARTA 

Estado del caso:    INACTIVO 

Etapa del caso:    INDAGACIÓN 

      

Personas Vinculadas al Caso: 

Calidad:    INDICIADO 

Documento:    CEDULA DE CIUDADANIA 

Número 

documento:    8395519 

Nombre:    SALAZAR CALDERON AMADO DE JESUS 

Departamento de 

notificación:    Atlántico 

Municipio de 

notificación:    BARRANQUILLA 

Direccion de 

notificación:    CALLE 4 A 1 NO. 33-106 BARRIO UNIVERSAL 

Teléfono de 

notificación:     

Teléfono móvil:    3013007589 

Correo 

Electrónico:     

Teléfono Oficina:    3167949469 

      

      

Calidad:    VICTIMA 

Documento:    CEDULA DE CIUDADANIA 

Número 

documento:    77151737 

Nombre:    BARBOSA CHONA MANUEL 

Departamento de 

notificación:    Magdalena 

Municipio de 

notificación:    SANTA MARTA 

Direccion de 

notificación:    BARRIO VICTORIA PARTE ALTA BELLAVISTA 

Teléfono de 

notificación:     

Teléfono móvil:    3145897467 

Correo 

Electrónico: 
    

Teléfono Oficina:     

      
 
 
 
 



 

 
 

Resumen de las actuaciones registradas para el caso 

# 
Actuación Fecha Descripción 

Funcionario Que 
Realiza/Despacho 

PM-
Orden 

PJ 

Afecta 
Liberta

d Estado 

2845703
6 

27/03/201
3 21:30 

Policía Judicial - 
Fijacion 

topografica del 
lugar 

VLADIMIR 
OCHOA 

BOHORQUEZ 

NO 
TIEN

E OPJ 

NO ACTIV
A 

2845742

7 

27/03/201

3 21:30 

Policía Judicial - 

Inspeccion al 
lugar de los 

hechos 

VLADIMIR 

OCHOA 
BOHORQUEZ 

NO 

TIEN
E OPJ 

NO ACTIV

A 

2845692
3 

27/03/201
3 22:37 

Policía Judicial - 
Verificacion 

VLADIMIR 
OCHOA 

BOHORQUEZ 

NO 
TIEN

E OPJ 

NO ACTIV
A 

2845705

0 

27/03/201

3 23:20 

Policía Judicial - 

Fijacion 
fotografica 

VLADIMIR 

OCHOA 
BOHORQUEZ 

NO 

TIEN
E OPJ 

NO ACTIV

A 

2845688

7 

27/03/201

3 23:20 

Policía Judicial - 

Inspeccion 
tecnica a 
cadaveres 

VLADIMIR 

OCHOA 
BOHORQUEZ 

NO 

TIEN
E OPJ 

NO ACTIV

A 

2845689
1 

28/03/201
3 09:00 

Policía Judicial - 
Verificacion 

VLADIMIR 
OCHOA 

BOHORQUEZ 

NO 
TIEN

E OPJ 

NO ACTIV
A 

2845967
4 

28/03/201
3 19:41 

Fiscal - Sale a 
fiscalía local 

DIANA JUDITH 
NIETO 

CARVAJAL 

NO 
TIEN

E OPJ 

NO ACTIV
A 

2868230

2 

10/04/201

3 17:58 

Fiscal - Sale a 

fiscalía seccional 

JUAN NOGUERA 

LACOUTURE 

NO 

TIEN
E OPJ 

NO ACTIV

A 

5860859

3 

06/03/201

7 00:00 

Fiscal - 

Programa 
metodológico 

MARGARITA 

ROSA 
ANGARITA 

RADA 

NO 

TIEN
E OPJ 

NO ACTIV

A 



# 
Actuación Fecha Descripción 

Funcionario Que 
Realiza/Despacho 

PM-
Orden 

PJ 

Afecta 
Liberta

d Estado 

9410105
7 

24/02/202
0 15:38 

Fiscal - Archivo 
por conducta 

atipica art.79 
c.p.p 

ALBERTO 
ALFONSO 

ALBUS 
DIAZGRANADO
S / FISCALIA 32-

SANTA MARTA 

NO 
TIEN

E OPJ 

NO ACTIV
A 

9410095

2 

24/02/202

0 15:38 

Fiscal - 

SOLICITUD A 
DENUNCIANT
E DE 

INFORMACIÓ
N ADICIONAL 

ALBERTO 

ALFONSO 
ALBUS 
DIAZGRANADO

S / FISCALIA 32-
SANTA MARTA 

NO 

TIEN
E OPJ 

NO ACTIV

A 

 
 

 

Caso Noticia:    470016001018201300869 

Ley de 

Aplicabilidad:    Ley 906 

Procedimiento 

Abreviado?:    NO 

Priorizado:    NO 

  

Información del Caso: 

Tipo Noticia:    ACTOS URGENTES 

Delito:     HOMICIDIO CULPOSO ART. 109 C.P. 

Grado Delito:    NINGUNO 

Caracterización:     

Modalidad:     

Modo:     

Fecha de los 

Hechos:    27/03/2013 19:50:00 

Lugar de los 

hechos:   
 VIA ORDEN NACIONAL, UNA CALZADA, DOS CARRILES, ALCATRACES - MAMATOCO KM 

7+450 

Relato de los 

hechos:   

 SIENDO LAS 19:10 HORAS LA CENTRAL DE COMUNICIONES REPORTA AL PERSONAL 

DE LA RUTA DEL SOL UN ACCIDENTE DE TRANSITO OCURRIDO EN LA VIA 

ALCATRACES - MAMATOCO, LOS SEÑORES PATRULLEROS ALVARO REYES DE LUQUE, 

JORGE QUITO CUADRADO SE TRASLADAN AL LUGAR AL LLEGAR A ESTE EL CUAL 

CORRESPONDE AL KILOMETRO 7+450 METROS, HALLAN UN VEHICULO BUS, DE 

PLACAS UNC-083, SERVICIO PUBLICO, PROCEDEN A IDENTIFICAR AL CONDUCTOR QUE 

CORRESPONDE AL SEÑOR AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON, IDENTIFICADO 

CON LA CEDULA DE CIUDADANIA No. 8395519, SE REALIZA FIJACION TOPOGRAFICA 

DEL LUGAR DE LOS EMP Y EF AL IGUAL DE LA POSICION FINAL DEL VEHICULO, LOS 

RESIDENTE DEL SECTOR MANIFIESTAN QUE LA PERSONA HERIDA DE SEXO 

MASCULINO FUE TRASLADADA A LA CLINICA DEL PRADO DE SANTA MARTA, SE 

TRASLADA EL VEHICULO A LOS PATIOS DE TALLERES UNIDOS Y AL CONDUCTOR CON 

EL FIN DE REALIZAR LA PRUEBA DE ALCOHOLIMETRIA. 



Municipio Fiscal:    1 - SANTA MARTA 

Seccional:    100241 - DIRECCIÓN SECCIONAL DE MAGDALENA 

Unidad de 

Fiscalía:    4700142006 - UNIDAD SECCIONAL - VIDA Y OTROS - SANTA MARTA 

Despacho:    32 - FISCALIA 32 

Estado de la 

asignación: 
  VIGENTE 

Unidad de 

Enrutamiento: 
   DIRECCIÓN SECCIONAL DE MAGDALENA-OFICINA DE ASIGNACIONES - SANTA MARTA 

Estado del caso:    INACTIVO 

Etapa del caso:    INDAGACIÓN 

      

Personas Vinculadas al Caso: 

Calidad:    INDICIADO 

Documento:    CEDULA DE CIUDADANIA 

Número 

documento:    8395519 

Nombre:    SALAZAR CALDERON AMADO DE JESUS 

Departamento de 

notificación:    Atlántico 

Municipio de 

notificación:    BARRANQUILLA 

Direccion de 

notificación:    CALLE 4 A 1 NO. 33-106 BARRIO UNIVERSAL 

Teléfono de 

notificación:     

Teléfono móvil:    3013007589 

Correo 

Electrónico:     

Teléfono Oficina:    3167949469 

      

      

Calidad:    VICTIMA 

Documento:    CEDULA DE CIUDADANIA 

Número 

documento:    77151737 

Nombre:    BARBOSA CHONA MANUEL 

Departamento de 

notificación:    Magdalena 

Municipio de 

notificación:    SANTA MARTA 

Direccion de 

notificación:    BARRIO VICTORIA PARTE ALTA BELLAVISTA 

Teléfono de 

notificación: 
    

Teléfono móvil:    3145897467 

Correo 

Electrónico: 
    

Teléfono Oficina:     



      

      
Resumen de las actuaciones registradas para el caso 

# 
Actuación Fecha Descripción 

Funcionario Que 
Realiza/Despacho 

PM-
Orden 

PJ 

Afecta 
Liberta

d Estado 

2845703
6 

27/03/201
3 21:30 

Policía Judicial - 
Fijacion 

topografica del 
lugar 

VLADIMIR 
OCHOA 

BOHORQUEZ 

NO 
TIEN

E OPJ 

NO ACTIV
A 

2845742

7 

27/03/201

3 21:30 

Policía Judicial - 

Inspeccion al 
lugar de los 

hechos 

VLADIMIR 

OCHOA 
BOHORQUEZ 

NO 

TIEN
E OPJ 

NO ACTIV

A 

2845692
3 

27/03/201
3 22:37 

Policía Judicial - 
Verificacion 

VLADIMIR 
OCHOA 

BOHORQUEZ 

NO 
TIEN

E OPJ 

NO ACTIV
A 

2845705

0 

27/03/201

3 23:20 

Policía Judicial - 

Fijacion 
fotografica 

VLADIMIR 

OCHOA 
BOHORQUEZ 

NO 

TIEN
E OPJ 

NO ACTIV

A 

2845688

7 

27/03/201

3 23:20 

Policía Judicial - 

Inspeccion 
tecnica a 
cadaveres 

VLADIMIR 

OCHOA 
BOHORQUEZ 

NO 

TIEN
E OPJ 

NO ACTIV

A 

2845689
1 

28/03/201
3 09:00 

Policía Judicial - 
Verificacion 

VLADIMIR 
OCHOA 

BOHORQUEZ 

NO 
TIEN

E OPJ 

NO ACTIV
A 

2845967
4 

28/03/201
3 19:41 

Fiscal - Sale a 
fiscalía local 

DIANA JUDITH 
NIETO 

CARVAJAL 

NO 
TIEN

E OPJ 

NO ACTIV
A 

2868230

2 

10/04/201

3 17:58 

Fiscal - Sale a 

fiscalía seccional 

JUAN NOGUERA 

LACOUTURE 

NO 

TIEN
E OPJ 

NO ACTIV

A 

5860859

3 

06/03/201

7 00:00 

Fiscal - 

Programa 
metodológico 

MARGARITA 

ROSA 
ANGARITA 

RADA 

NO 

TIEN
E OPJ 

NO ACTIV

A 



# 
Actuación Fecha Descripción 

Funcionario Que 
Realiza/Despacho 

PM-
Orden 

PJ 

Afecta 
Liberta

d Estado 

9410105
7 

24/02/202
0 15:38 

Fiscal - Archivo 
por conducta 

atipica art.79 
c.p.p 

ALBERTO 
ALFONSO 

ALBUS 
DIAZGRANADO
S / FISCALIA 32-

SANTA MARTA 

NO 
TIEN

E OPJ 

NO ACTIV
A 

9410095

2 

24/02/202

0 15:38 

Fiscal - 

SOLICITUD A 
DENUNCIANT
E DE 

INFORMACIÓ
N ADICIONAL 

ALBERTO 

ALFONSO 
ALBUS 
DIAZGRANADO

S / FISCALIA 32-
SANTA MARTA 

NO 

TIEN
E OPJ 

NO ACTIV

A 

 



* FISCALÍA 
GENE'Rlll DF LA NACION 

Resolución No. .O O 3 O 3 
2 O MAR. 201lf -- 

"Por medio de la cual se establece la organización interna de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos y se dictan otras disposiciones" 

EL FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN 

En uso de las facultades otorgadas por el Decreto Ley O 16 del 9 de enero de 2014, en especial 
de las conferidas en los numerales 2, 19, 25 y el parágrafo del artículo 4 °, y 

CONSIDERANDO: 

Que el numeral 19 del artículo 4° del Decreto Ley O 16 de 2014, otorgó al Fiscal General de la 
Nación la facultad de "[ e ]xpedir reglamentos, protocolos, órdenes, circulares y manuales de 
organización y procedimiento conducentes a la organización administrativa y al eficaz 
desempeño de las funciones de la Fiscalía General de la Nación". 

Que el numeral 25 del artículo 4° del Decreto Ley 016 de 2014, facultó al Fiscal General de la 
Nación para "[c]rear, conformar, modificar o suprimir secciones, departamentos, comités, 
unidades y grupos internos de trabajo que se requieran para el cumplimiento de las funciones 
a cargo de la Fiscalía General de la Nación". 

Que mediante el Decreto Ley 898 de 201 7, expedido en desarrollo de las facultades otorgadas 
al Presidente de la República por medio del Acto Legislativo 001 de 2016, se reformó la 
estructura orgánica de la Fiscalía General de la Nación con el objeto de dar cumplimiento a 
los mandatos derivados del Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la construcción 
de una paz estable y duradera. 

Que el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017 modificó el artículo 9° del Decreto Ley 016 
de 2014 y definió las funciones a cargo de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía 
General de la Nación. 

Que en virtud de lo anterior es necesario establecer la organización interna de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos, conforme a los principios que rigen la Administración Pública, a efectos de 
cumplir con el objeto para el cual fue creada y permitir que su gestión sea ágil, eficiente y 
oportuna. 

Que el artículo 45 del Decreto Ley 016 de 2014 establece que el Fiscal General de la Nación 
tiene competencia para organizar Departamentos, Unidades y Secciones, así como señalarle 
sus funciones, atendiendo entre otros principios al de racionalización del gasto, eficiencia, 
fortalecimiento de la gestión administrativa y mejoramien o de la prestación del servicio. Las 
jefaturas de Unidades y Secciones serán ejercidas por el s ervidor de la Fiscalía General de la 
Nación a quien se le asigne la función. 



* FISCALÍA 
GEN! RM Df LA NACIÓN 

Página 2 de 7 de la Resolución No. Q Q 3 Q 3 
"Por medio de la cual se establece la organización interna de la Dirección de Asuntos Jurídicos y 

se dictan otras disposiciones" 

Que por lo expuesto, 

RESUELVE: 

CAPÍTULO! 

ORGANIZACIÓN INTERNA DE LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS 

ARTÍCULO PRIMERO. La Dirección de Asuntos Jurídicos tendrá la siguiente organización 
interna: 

1. Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos. 
1.1.Secretaría Común y Apoyo a la Gestión 

2. Unidad de Defensa Jurídica. 
2.1. Sección de lo Contencioso Administrativo. 
2.2. Sección de Pago de Sentencias y Acuerdos Conciliatorios. 
2.3. Secretaría Técnica del Comité de Conciliación. 

3. Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual. 
3 .1. Sección de Jurisdicción Coactiva. 
3.2. Sección de Competencia Residual. 

4. Unidad de Conceptos y Asuntos Constitucionales. 
4.1. Sección de Conceptos y Control de Legalidad. 
4.2. Sección Asuntos Constitucionales y Relatoría. 

PARÁGRAFO. Las funciones asignadas a la Dirección ce Asuntos Jurídicos por el artículo 
9° del Decreto Ley 016 de 2014 modificado por el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017, 
desarrolladas en la presente Resolución, serán distribuidas por el Director(a) de esta 
dependencia en el Departamento, Unidades y Secciones determinados en este artículo. 

ARTÍCULO SEGUNDO. Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos. Al Despacho 
del Director(a) de Asuntos .Jurídicos le corresponde dirigir, articular, controlar y evaluar el 
cumplimiento de las funciones establecidas para la dependencia en el artículo 9° del Decreto 
Ley 016 de 2014, modificado por el artículo 30 del Decreto Ley 898 de 2017. 

ARTÍCULO TERCERO. Unidad de Defensa Jurídica. La Unidad de Defensa Jurídica de 
la Dirección de Asuntos Jurídicos cumplirá las siguientes funciones: 



* FISCALÍA 
GEN!cR/\1 DE LA NACIÓN 

Página 3 de 7 de la Resolución No. Q Q 3 O 3 
"Por medio de la cual se establece la organización interna de la Dirección de Asuntos Jurídicos y 

se dictan otras disposiciones" 

1. Proponer para la aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos acciones y políticas 
de estrategia para la adecuada defensa jurídica de la Entidad en los procesos en los que 
la Fiscalía General de la Nación sea parte o interviniente. 

2. Ejercer la representación jurídica y la defensa técnica de la Fiscalía General de la 
Nación en los procesos extrajudiciales, judiciales y administrativos en los que la 
Entidad sea parte o interviniente procesal, de acuerdo con la delegación contenida en 
este acto administrativo. 

3. Coordinar la labor de defensa técnica de la Entidad que cumplen los servidores de la 
Dirección de Asuntos Jurídicos con ubicación laboral en las Direcciones Seccionales 
conforme a las directrices impartidas por el Director(a) de Asuntos Jurídicos. 

4. Proponer y sustentar para aprobación del Comité de Conciliación de la Entidad, las 
políticas de prevención del daño antijurídico, con fundamento en los procesos en que 
es parte la Entidad. 

5. Adelantar las gestiones necesarias para el cumplimiento de las funciones asignadas al 
Comité de Conciliación de la Entidad. 

6. Revisar las actas del Comité de Conciliación las cuales serán suscritas por el 
Presidente, el Director (a) de Asuntos Jurídicos y el Secretario (a) Técnico que hayan 
asistido a la respectiva sesión. 

7. Coordinar y supervisar el cumplimiento de las sentencias judiciales en las que la 
Fiscalía General de la Nación tiene la calidad de parte o interviniente. 

8. Coordinar y tramitar los reintegros ordenados por autoridades judiciales y elaborar el 
proyecto de acto administrativo para aprobación del Director (a) de Asuntos Jurídicos 
y posterior firma del Fiscal General de la Nación. Para el efecto, la Subdirección de 
Talento Humano será encargada de remitir la información de su competencia, necesaria 
para el cabal cumplimiento de este trámite. 

9. Coordinar para la aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos, la elaboración del 
protocolo de reparto de expedientes, asignación de tumo y seguimiento al rubro de 
pago de sentencias y conciliaciones, con estricto cumplimiento de los requisitos legales 
en aras de garantizar el derecho de turno de los peticionarios, así como de los principios 
de objetividad y transparencia. 

1 O. Adelantar el trámite correspondiente para la expedición del acto administrativo de 
reconocimiento y pago de sentencias y conciliaciones, previa liquidación por parte de 
la Subdirección Financiera y someter a la aprobación del Director(a) de Asuntos 
Jurídicos las resoluciones que materializan el cumplimiento de la obligación para la 
posterior firma del Director Ejecutivo. 

11. Elaborar para firma del Director (a) de Asuntos Jurídicos, el proyecto de respuesta a 
las solicitudes de extensión de jurisprudencia. 

12. Presentar para aprobación y suscripción del Directoria) de Asuntos Jurídicos los 
informes contables correspondientes a esta Unidad. 

13. Rendir informes periódicos de las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos 
Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General de la Nación. 



* FISCALÍA 
GENERAl De LA NACION 

Página 4 de 7 de la Resolución No. Q 03 O 3 
"Por medio de la cual se establece la organización interna de la Dirección de Asuntos Jurídicos y 

se dictan otras disposiciones" 

14. Las demás que le sean asignadas por el Fiscal General de la Nación y el Director(a) de 
Asuntos Jurídicos. 

ARTÍCULO CUARTO. Defensa Jurídica a Nivel Departamental y Municipal. La 
Defensa Jurídica de la Fiscalía General de la Nación en los procesos en los que es parte o 
interviniente ante los despachos administrativos y judiciales distintos a los ubicados en la 
ciudad de Bogotá D.C., estará apoyada por los servidores de la Dirección de Asuntos Jurídicos 
con ubicación laboral en las Direcciones Seccionales, quienes cumplirán las siguientes 
funciones: 

1. Asumir la representación de la Entidad dentro de los procesos prejudiciales, judiciales 
y administrativos en los que tenga la calidad de parte o interviniente, en los eventos en 
que el Director(a) de Asuntos Jurídicos o el Coordinador de la Unidad de Defensa 
Jurídica así lo dispongan mediante poder. 

2. Realizar seguimiento a las actuaciones y reportar a la Secretaría Común de la Dirección 
de Asuntos Jurídicos las novedades dentro de los procesos prejudiciales, judiciales y 
administrativos en los que la Entidad tenga la calidad de parte o interviniente y que se 
adelanten en la ciudad o municipios comprendidos por la correspondiente Dirección 
Seccional. 

3. Remitir oportunamente a la Secretaría Común de la Dirección de Asuntos Jurídicos, en 
físico y/o en medio magnético, los documentos correspondientes a todas las 
actuaciones surtidas o pendientes por atender dentro de los procesos prejudiciales, 
judiciales y administrativos en los que la Entidad tenga la calidad de parte o 
interviniente. 

4. Elaborar y remitir, dentro de los términos establecidos por el Comité de Conciliación 
de la Entidad, a la Secretaría Técnica del Comité, los estudios jurídicos a que haya 
lugar, en los procesos judiciales, prejudiciales y administrativos en los que la Entidad 
ostente la calidad de parte o interviniente. 

5. Atender con carácter prioritario los requerimientos de información que se les formulen 
desde el Despacho del Director(a) de Asuntos Jurídicos o de la Unidad de Defensa 
Jurídica para la adecuada defensa de los intereses «e la Entidad en los procesos en los 
que es parte o interviniente. 

6. Las demás funciones que les sean asignadas por el Fiscal General de la Nación, el 
Director(a) de Asuntos Jurídicos y/o el Coordinador(a) de la Unidad de Defensa 
Jurídica. 

PARÁGRAFO PRIMERO.. En las ciudades o municipios en donde la Dirección de Asuntos 
Jurídicos no cuente con servidores para el desarrollo de l is funciones de defensa asignadas, 
las Direcciones Seccionales designarán los servidores que se requieran. 



* FISCALÍA 
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Página 5 de 7 de la Resolución No. o 03 O 3 
"Por medio de la cual se establece la organización interna de la Dirección de Asuntos Jurídicos y 

se dictan otras disposiciones" 

ARTÍCULO QUINTO. La expedición de los actos administrativos que definen las 
situaciones administrativas de los servidores adscritos a la Dirección de Asuntos Jurídicos con 
ubicación laboral en las Direcciones Seccionales, corresponderá al servidor competente para 
el efecto previa aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos. 

ARTÍCULO SEXTO. Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual. 
El Departamento de Jurisdicción Coactiva y Competencia Residual de la Dirección de Asuntos 
Jurídicos cumplirá las siguientes funciones: 

1. Adelantar el procedimiento administrativo de cobro por jurisdicción coactiva, 
conforme a la regulación propia de la materia, a la reglamentación interna y a las 
directrices que imparta el Director(a) de Asuntos Jurídicos. En desarrollo de esta 
función, el Coordinador del Departamento ejercerá en nombre de la Fiscalía General 
de la Nación la facultad ejecutora de las obligaciones creadas a su favor y podrá 
declarar de oficio o a solicitud de parte, la prescripción de las obligaciones ejecutadas 
a través del procedimiento de cobro coactivo. 

2. Adelantar la defensa judicial de la Entidad, en los procesos iniciados con ocasión al 
ejercicio del procedimiento de cobro coactivo. 

3. Representar judicialmente a la Entidad en los procesos adelantados ante la jurisdicción 
ordinaria y/o en las acciones ejecutivas que se promueven en la jurisdicción 
contencioso administrativa, en los que es parte o interviniente procesal. 

4. Elaborar y sustentar ante el Comité de Conciliación de la Entidad, los estudios jurídicos 
en los que se analice la procedencia de la acción de repetición. 

5. Representar judicialmente a la Entidad en los procesos que se adelanten por el medio 
de control de repetición cuya procedencia determine el Comité de Conciliación de la 
Fiscalía General de la Nación, con el fin de recuperar los valores pagados por la Entidad 
como consecuencia de sentencias condenatorias o acuerdos conciliatorios aprobados. 

6. Constituirse como víctima dentro de los procesos penales, previo estudio de la 
pertinencia de hacer a la Entidad parte en el proceso conforme a los antecedentes del 
mismo, para participar en el incidente de reparación integral a efecto de obtener una 
indemnización económica a favor de la Fiscalía General de la Nación. 

7. Rendir informes periódicos de las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos 
Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General de la Nación. 

8. Las demás que le sean asignadas por el Fiscal General de la Nación y/o el Director (a) 
de Asuntos Jurídicos. 

PARÁGRAFO. La Dirección de Asuntos Jurídicos podrá requerir la colaboración de las 
dependencias de la Entidad en el desarrollo de las actividades propias de los procesos 
asignados a este Departamento, la cual deberá ser prestada de manera prioritaria por el servidor 
requerido. 
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ARTÍCULO SÉPTIMO. Unidad de Conceptos y Asuntos Constitucionales. La Unidad de 
Conceptos y Asuntos Constitucionales de la Dirección de Asuntos Jurídicos cumplirá las 
siguientes funciones: 

1. Proyectar los conceptos que sean requeridos por las distintas dependencias sobre temas 
institucionales para mantener la unidad de criterio jurídico en la Fiscalía General de la 
Nación para posterior firma del Director(a) de Asuntos Jurídicos. 

2. El servidor (a) que se designe como coordinador de esta Unidad podrá emitir conceptos 
y responder peticiones ciudadanas en los asuntos que determine el Director (a) de 
Asuntos Jurídicos. 

3. Apoyar el estudio, análisis de constitucionalidad y seguimiento al trámite de los 
proyectos de ley y actos legislativos que cursen ante el Congreso de la República, sobre 
materias que tengan incidencia en la Entidad, en aquellos eventos que determine el 
Despacho del Fiscal General de la Nación. 

4. Elaborar los proyectos de actuaciones ante la Corte Constitucional de interés para la 
Entidad cuando el Fiscal General de la Nación así lo disponga. 

5. Efectuar la revisión de anteproyectos, proyectos de ley y demás documentos solicitados 
por el Despacho del Fiscal General de la Nación. 

6. Ejercer la representación de la Entidad, en los procesos constitucionales en los que la 
Entidad sea parte o interviniente procesal que no sean competencia de otra 
dependencia. 

7. Preparar para la firma del Director (a) de Asuntos Jurídicos los informes requeridos 
por la Corte Constitucional en autos de seguimiento, asignados por el Despacho del 
Fiscal General de la Nación. 

8. Realizar el control de legalidad de los actos administrativos requeridos por las 
dependencias de la Entidad. 

9. Revisar para consideración y aprobación del Director(a) de Asuntos Jurídicos, los 
documentos, estudios y directivas que solicite el Despacho del Fiscal General de la 
Nación para la definición y formulación de políticas, lineamientos y directrices de 
interpretación en los temas constitucionales y legales que afecten o involucren los 
objetivos misionales de la Fiscalía General de la Nación. 

1 O. Elaborar los boletines de relatoría de jurisprudencia relevante para las labores de la 
Entidad y casos exitosos sobre buenas prácticas en el ejercicio de la función de 
investigación y acusación de la Entidad, y organizar su publicación. 

11. Rendir informes periódicos de las funciones a cargo al Director(a) de Asuntos 
Jurídicos, con destino al Despacho del Fiscal General de la Nación. 

12. Las demás que le sean asignadas por el Director (a) de Asuntos Jurídicos y/o el Fiscal 
General de la Nación. 
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CAPÍTULO II 
OTRAS DISPOSICIONES 

ARTÍCULO OCTAVO. Delegaciones Especiales. Delegar en el Director(a) de Asuntos 
Jurídicos y en el Coordinador (a) de la Unidad Defensa Jurídica, la facultad de otorgar poder 
para ejercer la representación de la Fiscalía General de la Nación en los procesos judiciales, 
extrajudiciales, prejudiciales, administrativos en los que sea parte la Entidad conforme a lo 
previsto en el artículo 77 del Código General del Proceso, Ley 1564 de 2012. 

ARTÍCULO NOVENO. Los procesos que cursen en los despachos judiciales y 
administrativos del país, podrán ser atendidos por funcionarios distintos a los servidores 
adscritos a la Dirección de Asuntos Jurídicos con ubicación laboral en las Direcciones 
Seccionales, cuando el Director(a) de Asuntos Jurídicos, por necesidades del servicio, así lo 
determine mediante poder. 

ARTÍCULO DECIMO. Vigencia. La presente resolución rige a partir de la fecha de su 
publicación, modifica en lo pertinente la Resolución No. 0-2570 de 2017 y deroga las 
Resoluciones Nos. 0-0582 de 2014, 0-0257 de 2015 y 0-4117 de 2016, y las demás 
disposiciones que le sean contrarias. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

Dada en Bogotá D.C., a los 2 O MAH. 2018 

' 

L DE LA NACIÓN 



SOLICITUD CARPETA Radicado No 444306001082201600308" 

Carmen Rosa Carreño Gomez 

Vie 26/11/2021 16:21 

Para: 

•  Ivan Jose Maestre Aroca 

CC: 

•  LA GUAJIRA - Dayro Fernando Herrera Iglesias 

 

 

Buenas tardes 

 

Con el fin de contestar la demanda de reparación directa, asignada que adelanta el Juzgado 2 

Administrativo de Riohacha, me permito solicitarle la carpeta bajo el radicado No  

 

 

 

mero de noticia criminal Despacho Delito 

"444306001082201600308" 

FISCALIA 02 ESPECIALIZADA - 

RIOHACHA 

FABRICACION, TRAFICO Y PORTE DE 

ARMAS DE USO PRIVATIVO DE LAS 

FUERZAS ARMADAS ART. 366 C.P. 

 

Sindicado AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON y otro 

 

 

Lo anterior se requiere con carácter URGENTE, en virtud de los términos para contestar la 

demanda asignada. 

 

 

Cordialmente, 

  



CARMEN ROSA CARREÑO GOMEZ 

Profesional de Gestión II 

Dirección de Asuntos Jurídicos 

Magdalena 

Fiscalía General de la Nación 

Cra. 8 número 26ª-15 Antiguos DAS - Santa Marta 

Código Postal 470004 
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ADICION DEMANDA DE REPARACION DIRECTA AMADO DE JESUS SALAZAR
CALDERON

Carmen Rosa Carreño Gomez <carmen.carrenog@fiscalia.gov.co>
Jue 02/12/2021 11:20
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
procjudadm202@procuraduria.gov.co <procjudadm202@procuraduria.gov.co>
CC:  Juan Manuel Daza Daza <jdazada@cendoj.ramajudicial.gov.co>; ncalderon237@hotmail.com
<ncalderon237@hotmail.com>

Buenos días 

Atentamente allego los documentos adjuntos, para que obre como adición de la demanda, remitida el 1
de diciembre del presente año:

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE RIOHACHA 
Dra KELLY JOHANNA NIEVES CHAMORRO 
E.               S.             D. 
 
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA  
RADICADO: No. 44-001-33-40-002-2019-00139-00 
DEMANDANTE: AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON Y OTROS 
DEMANDADO: DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL – RAMA
JUDICIAL – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. 

Cordialmente,
 
CARMEN ROSA CARREÑO GOMEZ
Profesional de Gestión II
Dirección de Asuntos Jurídicos
Magdalena
Fiscalía General de la Nación
Cra. 8 número 26ª-15 Antiguos DAS - Santa Marta
Código Postal 470004

NOTA CONFIDENCIAL DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier
anexo) contiene información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada
por la persona o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error
recibe este mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o
toma cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido. NOTA CONFIDENCIAL DE
LA FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN: Este mensaje (incluyendo cualquier anexo) contiene
información confidencial y se encuentra protegido por la Ley. Sólo puede ser utilizada por la persona
o compañía a la cual está dirigido. Si usted no es el receptor autorizado, o por error recibe este
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mensaje, favor borrarlo inmediatamente. Cualquier retención difusión, distribución, copia o toma
cualquier acción basado en ella, se encuentra estrictamente prohibido.
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Señores 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE RIOHACHA 
Dra KELLY JOHANNA NIEVES CHAMORRO 
E.               S.             D. 
 
MEDIO DE CONTROL: REPARACIÓN DIRECTA  
RADICADO: No. 44-001-33-40-002-2019-00139-00 
DEMANDANTE: AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON Y OTROS 
DEMANDADO: DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL – 
RAMA JUDICIAL – FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. 
 
 
CARMEN ROSA CARREÑO GOMEZ, con domicilio en la ciudad de Santa Marta, 
identificada con cedula de ciudadanía  número 37.890608 de San Gil, abogada en ejercicio 
con Tarjeta Profesional número 110.171 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi 
condición de apoderada de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, en el proceso de 
la referencia, de conformidad con el poder que adjunto, otorgado por la doctora SONIA 
MILENA TORRES CASTAÑO, en calidad de Coordinadora de la Unidad de Defensa 
Jurídica de la Dirección de Asuntos Jurídicos de la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
según consta en el oficio No 20181500002733 del 4 de abril de 2018 y en el Acta de 
Posesión de fecha 5 de abril de 2016, debidamente facultada para otorgar poder para 
actuar en el presente proceso, de conformidad con la delegación efectuada por el Señor 
FISCAL GENERAL DE LA NACIÓN, mediante Resolución No. 0-0303 del 20  de marzo de 
2018, de manera respetuosa me dirijo ante este Despacho para adicionar la  
contestación demanda, presentada contra la Fiscalía mediante apoderado por el señor 
AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON. 
 
Una vez allegado la carpeta penal, de la cual se había solicitado al despacho que adelanto 
la investigación en contra del señor SALAZAR CALDERON y de la cual se anexa, se puede 
observar claramente la causal eximente de responsabilidad: 
 

CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA 

Su señoría esta parte considera que se encuentra configurada esta causal de exoneración 
de responsabilidad, toda vez que el señor AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON, 
fue capturado en flagrancia y dentro de sus argumentos de defensa, no interpusieron 
los recursos de ley a la medida de aseguramiento impuesta y así demostrar su inocencia, 
esperaron solo hasta que se presentara la aceptación y aprobación del preacuerdo 
realizado por el señor  ANTONIO LUIS REALES MENDEZ, quien los excluyó a los demás 
sindicados; actuación que se presentó después de haberse allegado el escrito de acusación 
ante el juzgado de conocimiento y encontrándose en la etapa de juicio. 

Una vez allegada la prueba solicitada a la Fiscalía que adelantó la investigación en contra 
del señor AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERO, donde señaló en su interrogatorio y 
se observa en el escrito de acusación, que es un conductor experimentado por más de 25 
años, en manejar vehículos de transporte público de pasajeros, y al estar afiliado a una 
empresa de esta categoría, donde se establecen unas rutas, que para la fecha de los 
hechos era Maicao – Riohacha y no por la vía de Carralpía (folio 125 y 126 del carpeta 
penal), y como conductor del bus afiliado a la empresa Cootracegua, debió seguir dicha 
ruta designada y no desviarse, pues dada su experiencia, debió cumplir con las reglas 
establecidas por la empresa de transporte a la cual se encontraba afiliado el bus que 
manejaba y no a las órdenes dadas por el dueño del vehículo, porque la responsabilidad 



 

    
 

Página 2  
JL. 46.165  

Rad. 2019-139 
Ekogui. 2250138 

 

OFICINA JURIDICA DEL MAGDALENA 
CARRERA 8 No. 26A-15. SANTA MARTA, D.T.C.H. Código Postal 470003   
CONMUTADOR 4232516-4215862    
.jjur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co o carmen.carrenog@fiscalia.gov.co 
 

en ese momento era de él, conducir el automotor por la ruta asignada y no  por otra 
persona que en el caso en comento por los dueños del rodante; pues ante las 
manifestaciones dadas por ellos, no debió aceptar, porque  se dio a entender que se 
llevaba algo irregular dentro del automotor, y debían evitar las presuntas requisas de la 
policía nacional, es así como al omitir la ruta señalada por la empresa a la cual estaba 
afiliado el automotor y aceptar desviarse de su ruta asignada, se vio involucrando en el 
ilícito por el cual fue investigado, y dentro del análisis de la conducta de la víctima no 
desconoce, esta en materia penal se dictó a su favor, en esta instancia no se hace un 
reproche de la culpabilidad desde la óptica penal, sino que debe estudia la actuación de 
la víctima desde la noción de culpa grave o dolo, como causal eximente de responsabilidad 
con fundamento en los cánones que para ello trae el derecho civil. En efecto, el artículo 
63 del Código Civil dispone unos criterios orientadores para entender el dolo y la culpa, 
como causal eximente de responsabilidad con fundamento en los cánones que para ello 
trae el derecho civil.  

En efecto, el artículo 631 del Código Civil dispone unos criterios orientadores para 
entender el dolo y la culpa, los que han sido desarrollados por esta Sala en sentencia del 
18 de febrero de 20102. Del dolo, en aquella oportunidad, se precisó: 

[E]l dolo, debe entenderse por tal, aquella conducta realizada por el autor con 
la intención de generar un daño a una persona o a su patrimonio, o en otra 
concepción, un comportamiento antijurídico, habiéndoselo representado y 
adecuado a sus posibilidades, con el fin unívoco de obtener un resultado 
dañino deseado.  
 
Así pues, dentro de los aspectos integrantes del dolo, nuestra doctrina ha 
mencionado que “deben estar presentes dos aspectos fundamentales, uno de 
carácter intelectivo o cognoscitivo y otro de naturaleza volitiva; o en palabras 
más elementales, para que una persona se le pueda imputar un hecho a título 
de dolo es necesario que sepa algo y quiera algo; que es lo que debe saber y 
que debe querer…”3 , de donde los dos aspectos resultan fundamentales, pues 
el volitivo es el querer la conducta dañina y el cognitivo le entrega al autor 
aquellos elementos necesarios para desarrollar la conducta de manera tal que 
logre u obtenga el fin dañino deseado. 
 
Resulta claro, entonces, que el elemento fundamental del dolo radica en el 
aspecto volitivo, de manera que obra dolosamente quien conociendo el daño 

                                                 
 
1 “La ley distingue tres especies de culpa y descuido: Culpa grave, negligencia grave, culpa lata, es la que 

consiste en no manejar los negocios ajenos con aquel cuidado que aun las personas negligentes o de poca 

prudencia suelen emplear en sus negocios propios. Esta culpa en materias civiles equivale al dolo. Culpa 

leve, descuido leve, descuido ligero, es la falta de aquella diligencia y cuidado que los hombres emplean 

ordinariamente en sus negocios propios. Culpa o descuido, sin otra calificación, significa culpa o descuido 

leve. Esta especie de culpa se opone a la diligencia o cuidado ordinario o mediano. El que debe administrar 

un negocio como un buen padre de familia, es responsable de esta especie de culpa. Culpa o descuido 

levísimo es la falta de aquella esmerada diligencia que un hombre juicioso emplea en la administración de 

sus negocios importantes. Esta especie de culpa se opone a la suma diligencia o cuidado. El dolo consiste 

en la intención positiva de inferir injuria a la persona o propiedad de otro” (subrayas fuera de texto). 

 
2 Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección B, sentencia del 18 de febrero de 2010, exp. 17933, C.P. 

Ruth Stella Correa Palacio. 
3 REYES ECHANDÍA, Alfonso. Culpabilidad, Tercera Edición, Editorial Temis, Bogotá, 1998, p. 43. 
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que con su acción u omisión ha de producir, voluntariamente lo provoca4, es 
decir, cuando actúa con intención maliciosa de generar un determinado 
resultado injusto, que se enmarca dentro de una conducta jurídicamente 
reprochable. 
 
En suma, mientras la culpa es la falta de diligencia o de cuidado en la conducta 
por imprevisión, negligencia o imprudencia, el dolo como dice ENECCERUS “Es 
el querer un resultado contrario a derecho con la conciencia de infringirse un 
derecho o un deber”. 
 
A su turno, en la misma providencia, sobre la culpa, la Sala arribó a las 
siguientes conclusiones:  
 
Sobre la noción de culpa se ha dicho que es la reprochable conducta de un 
agente que generó un daño antijurídico (injusto) no querido por él pero 
producido por la omisión voluntaria del deber objetivo de cuidado que le era 
exigible de acuerdo a sus condiciones personales y las circunstancias en que 
actuó; o sea, la conducta es culposa cuando el resultado dañino es producto 
de la infracción al deber objetivo de cuidado y el agente debió haberlo previsto 
por ser previsible, o habiéndolo previsto, confió en poder evitarlo. También 
por culpa se ha entendido el error de conducta en que no habría incurrido una 
persona en las mismas circunstancias en que obró aquella cuyo 
comportamiento es analizado y en consideración al deber de diligencia y 
cuidado que le era exigible.  
 
Tradicionalmente se ha calificado como culpa la actuación no intencional de 
un sujeto en forma negligente, imprudente o imperita, a la de quien de manera 
descuidada y sin la cautela requerida deja de cumplir u omite el deber 
funcional o conducta que le es exigible; y por su gravedad o intensidad, 
siguiendo la tradición romanista, se ha distinguido entre la culpa grave o lata, 
la culpa leve y la culpa levísima, clasificación tripartita con consecuencias en 
el ámbito de la responsabilidad contractual o extracontractual, conforme a lo 
que expresamente a este respecto señale el ordenamiento jurídico. (…) 
 
De la norma que antecede se entiende que la culpa leve consiste en la omisión 
de la diligencia del hombre normal (diligens paterfamilias) o sea la omisión de 
la diligencia ordinaria en los asuntos propios; la levísima u omisión de 
diligencia que el hombre juicioso, experto y previsivo emplea en sus asuntos 
relevantes y de importancia; y la culpa lata u omisión de la diligencia mínima 
exigible aún al hombre descuidado y que consiste en no poner el cuidado en 
los negocios ajenos que este tipo de personas ponen en los suyos, y que en 
el régimen civil se asimila al dolo.  
 
Respecto de la culpa grave señalan los hermanos Mazeaud, que si bien es 
cierto no es intencional, es particularmente grosera. “Su autor no ha querido 
realizar el daño, pero se ha comportado como si lo hubiera querido; era preciso 
no comprender quod omnes intellgunt para obrar como él lo ha hecho, sin 
querer el daño”. De acuerdo con jurisprudencia citada por estos autores 
incurre en culpa grave aquel que ha “…obrado con negligencia, 
despreocupación o temeridad especialmente graves...” (Derecho Civil, Parte 

                                                 
4 ALESSANDRI R., Arturo; SOMARRIVA U, Manuel y VODANOMIC H., Antonio. Tratado de la 

Obligaciones, Volumen II, Segunda Edición, Ed. Jurídica de Chile, 2004, p. 265. 
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II, vol. II, pág. 110)  y agregan que “…reside esencialmente en un error, en 
una imprudencia o negligencia tal, que no podría explicarse sino por la 
necedad, la temeridad o la incuria del agente…” (Mazeaud y Tunc, Tratado 
Teórico y Práctico de la Responsabilidad Civil, Delictual y Contractual, Tomo I, 
Volumen II, pág. 384.) 

  

Allego la carpeta penal radicado bajo la: 

noticia criminal Despacho Delito 

"444306001082201600308" 

FISCALIA 02 

ESPECIALIZADA - 

RIOHACHA 

FABRICACION, TRAFICO Y 

PORTE DE ARMAS DE USO 

PRIVATIVO DE LAS FUERZAS 

ARMADAS ART. 366 C.P. 

 
Conforme a lo anterior esbozado, solicito respetuosamente, sea denegada las 
pretensiones solicitadas en la demanda y se profiera una decisión a favor de la entidad a 
la cual represento. 
 

NOTIFICACIONES 
 

Las recibiré en la Carrera 8ª N° 26-15 Barrio la Esperanza de Santa Marta, o en la 
secretaria del Juzgado o través del correo electrónico 
jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co o carmen.carrenog@fiscalia.gov.co, teléfono 
3008101460 
 
Señora Jueza, 
 

 

CARMEN ROSA CARREÑO GOMEZ 
C. C. No. 37.890608 de San Gil 
T. P. No. 110.171  del C. S. de la J.  
(02/12/2021) 
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CONTESTACION DEMANDA RAD. 2019-00139 RD. AMADO DE JESUS SALAZAR VS
NACION, RAMA JUDICIAL, FISCALIA

Juan Manuel Daza Daza <jdazada@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Mié 26/01/2022 15:43
Para:  Juzgado 02 Administrativo - La Guajira - Riohacha <j02admctorioha@cendoj.ramajudicial.gov.co>

Señores: 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE RIOHACHA 
Riohacha - La Guajira 
 
 
ASUNTO:                  CONTESTACIÓN DE DEMANDA            
ACCION:                  REPARACIÓN DIRECTA                   
RADICACIÓN:        44-001-33-40-002-2019-00139-00 
DEMANDANTE:      AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON Y OTROS  
DEMANDADOS:         NACIÓN - RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL – FISCALÍA GENERAL DE LAS NACIÓN 
 
JUAN MANUEL DAZA DAZA, mayor, vecino y domiciliado en esta ciudad, identificado con
cédula de ciudadanía No. 1.065.565.220 expedida en Valledupar, abogado de profesión y en
ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional No. 176.086 expedida por el C. S. de la J., actuando
como Apoderado Especial de la NACIÓN – RAMA JUDICIAL en el proceso de referencia,
con todo respeto me permito hacerle saber que me doy por notificado del auto admisorio de la
demanda, y en tal sentido, encontrándome dentro de los términos de ley, remito adjunto al
presente la CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA.


Cordialmente,

JUAN MANUEL DAZA DAZA
Profesional Universitario Grado 12 
Área de Asistencia Legal
Coordinación Administrativa Riohacha La Guajira

jdazada@cendoj.ramajudicial.gov.co
 

 Calle 8 No. 12-86 Piso 7, Edificio “Caracolí”


 Cel. 3176571188 • Riohacha DTC • La Guajira

El contenido de este mensaje y sus anexos son propiedad de la Rama Judicial y/o Oficina de Coordinación Administrativa de Riohacha; son

únicamente para el uso del destinatario y pueden contener información de uso privilegiado o confidencial que no es de carácter público. Si

Usted no es el destinatario intencional, se le informa que cualquier uso, difusión, distribución o copiado de esta comunicación está

terminantemente prohibido. Cualquier revisión, retransmisión, diseminación o uso del mismo, así como cualquier acción que se tome

respecto a la información contenida, por personas o entidades diferentes al propósito original de la misma, es ilegal.

AVISO DE CONFIDENCIALIDAD: Este correo electrónico contiene información de la Rama Judicial de
Colombia. Si no es el destinatario de este correo y lo recibió por error comuníquelo de inmediato,

mailto:correo@cendoj.ramajudicial.gov.co
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respondiendo al remitente y eliminando cualquier copia que pueda tener del mismo. Si no es el
destinatario, no podrá usar su contenido, de hacerlo podría tener consecuencias legales como las
contenidas en la Ley 1273 del 5 de enero de 2009 y todas las que le apliquen. Si es el destinatario, le
corresponde mantener reserva en general sobre la información de este mensaje, sus documentos y/o
archivos adjuntos, a no ser que exista una autorización explícita. Antes de imprimir este correo,
considere si es realmente necesario hacerlo, recuerde que puede guardarlo como un archivo digital.
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Señores: 

JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE 

RIOHACHA 

Riohacha - La Guajira 

 

 

ASUNTO:  CONTESTACIÓN DE DEMANDA  

ACCION:  REPARACIÓN DIRECTA                   

RADICACIÓN: 44-001-33-40-002-2019-00139-00 

DEMANDANTE: AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON Y OTROS  

DEMANDADOS: NACIÓN - RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL – FISCALÍA GENERAL DE LAS 

NACIÓN 

 

JUAN MANUEL DAZA DAZA, mayor, vecino y domiciliado en esta ciudad, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 1.065.565.220 expedida en Valledupar, 

abogado de profesión y en ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional No. 176.086 

expedida por el C. S. de la J., actuando como Apoderado Especial de la NACIÓN – 

RAMA JUDICIAL en el proceso de referencia, con todo respeto me permito hacerle 

saber que me doy por notificado del auto admisorio de la demanda, y en tal sentido, 

encontrándome dentro de los términos de ley procedo a CONTESTAR LA 

DEMANDA, cuestión que hago en los siguientes términos: 

 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO FRENTE A LAS PRETENSIONES 
 

Con todo respeto me permito expresar que en relación con las pretensiones de la 

demanda, me opongo a todas las declaraciones y condenas solicitadas en el líbelo 

demandatorio, por cuanto en el presente caso no se configura el Error Judicial 

deprecado por los demandantes por una supuesta detencion injusta o privacion injusta 

de la libertad del señor AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERÓN. 

 

RESPUESTA A LOS HECHOS 

 

En general me opongo a todos y cada uno de los hechos narrados en el escrito de 

demanda, en lo que tiene que ver con la responsabilidad de mi representada, por 

cuanto en su mayoria corresponde a declaraciones y/o apreciaciones de carácter 

subjetivo de la parte actora carente en su mayoria de fundamento legal y probatorio 

dentro del proceso, razón por la cual me atengo a lo que resulte probado dentro del 

mismo. 

 

Por otra parte, resulta importante mencionar que el señor AMADO DE JESUS 

SALAZAR CALDERÓN fue detenido mientras conducia un bus de servicio publico 

placas XIC-019 afiliado a la empresa Cootracegua de Transporte Intermunicipal, bus 

que al ser requizado por personal de la Policia Nacional adscrito a la Division de 

Gestion y Control Operativo de Riohacha, encontraron en su bodega armamento y 

municiones de uso privativo de las Fuerzas Militares sin salvoconducto (tal como 

fue aceptado por la parte actora en los hechos 10, 11, 12 y 13 del escrito de 

demanda), situacion que sin lugar a dudas le acarrea a los implicados la obligación de 

soportar la investigacion que apartir de esa fecha se inicio y que dio lugar a ser 

conducidos a la Fiscalia y posteriormente imponer Medida de Aseguramiento en 

centro de reclusion, quedando entonces sin sustento legal el supuesto error judicial 

por privacion injusta deprecado por la parte actora. 
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RAZONES DE DERECHO DE LA DEFENSA 

 

Régimen de responsabilidad aplicable  
 

El artículo 90 de la Constitución Política consagra la responsabilidad patrimonial del Estado 

por los daños antijurídicos causados por la acción o por la omisión de las autoridades 

públicas. Se trata de una cláusula general de responsabilidad estatal, cuya estructuración se 

determina a partir del cumplimiento de dos (2) requisitos:  

1. Existencia de un daño antijurídico.  

2. Que éste sea imputable a la acción u omisión de una autoridad pública. La noción de daño 

antijurídico, fue definida por el Consejo de Estado, como aquella lesión patrimonial o extra 

patrimonial, causada en forma lícita o ilícita, que el perjudicado no está en el deber jurídico 

de soportar.  

Por su parte, la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia - Ley 270 de 1996-, reguló 

la responsabilidad de los funcionarios y empleados judiciales, por las acciones u omisiones 

que causen daños antijurídicos, a cuyo efecto determinó tres presupuestos:  

• Error jurisdiccional (Art. 67)  

• Privación injusta de la libertad (Art. 68).  

• Defectuoso funcionamiento de la administración de justicia (Art. 69)  

En virtud de lo dispuesto en la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia - Ley 270 de 

1996, que reguló la responsabilidad de los funcionarios y empleados judiciales por las 

acciones u omisiones que causen daños antijurídicos, a cuyo efecto determinó tres 

presupuestos, entre los cuales se encuentra el error jurisdiccional que, según el artículo 66 de 

la misma ley “es aquel cometido por una autoridad investida de facultad jurisdiccional, en su 

carácter de tal, en el curso de un proceso, materializado a través de una providencia contraria 

a la ley.”  

Los presupuestos que deben reunirse en cada caso concreto para que pueda predicarse la 

existencia de un error jurisdiccional, se encuentran establecidos en el artículo 67 de la Ley 

270 de 1996, así:  

“El error jurisdiccional se sujetará a los siguientes presupuestos:  

1. El afectado deberá haber interpuesto los recursos de ley en los eventos 

previstos en el artículo 70, excepto en los casos de privación de la libertad del 

imputado cuando ésta se produzca en virtud de una providencia judicial.  

2. La providencia contentiva de error deberá estar en firme (…)”.  

La Honorable Corte Constitucional al realizar el estudio de constitucionalidad de la citada 

ley 270 de 1996, en sentencia C - 037 de 5 de febrero de 1996, puntualizó respecto del error 

jurisdiccional lo siguiente:  

- Se materializa únicamente a través de una providencia judicial. 

 

- Debe respetar la autonomía y libertad que por mandato constitucional tiene el juez 

para interpretar los hechos que se someten a su conocimiento y, asimismo, aplicar las 

normas constitucionales o legales que juzgue apropiadas para la resolución del 

respectivo conflicto jurídico. 
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-  Debe enmarcarse dentro de una actuación subjetiva, caprichosa, arbitraria y 

flagrantemente violatoria del debido proceso, que demuestre, sin ningún asomo de 

duda, que se ha desconocido el principio de que al juez le corresponde pronunciarse 

judicialmente de acuerdo con la naturaleza misma del proceso y las pruebas aportadas 

según los criterios que establezca la ley y no de conformidad con su propio arbitrio, 

es decir, debe enmarcarse como una “Vía de Hecho”. 

 

- No procede contra decisiones de las Altas Cortes.  

Sobre el particular, la jurisprudencia del H. Consejo de Estado1, reiteró que el error 

jurisdiccional:  

- Debe estar contenido en una providencia judicial que se encuentre en firme, esto por 

cuanto aun cuando una decisión judicial resulte equivocada, si aún puede ser revocada 

o modificada, el daño no resultaría cierto, pues el error no produciría efectos jurídicos 

y, además, podría superarse con la intervención del superior funcional.  

 

- Puede ser de orden fáctico o normativo; 1 (C. P. Jaime Orlando Santofimio) Consejo 

de Estado, Sección Tercera, Sentencia 73001233100020020050301 Nov. 15/17. 

 

-  Debe producir un daño personal y cierto que tenga la naturaleza de antijurídico, esto 

es, que el titular no tenga la obligación jurídica de soportar; - La equivocación del 

juez o magistrado debe incidir en la decisión judicial en firme. 

 

-  No puede acudirse al título de imputación de error judicial, con el objetivo de 

promover una nueva instancia para que se resuelvan los mismos puntos de la litis que 

ya fueron decididos por el juez natural de la contienda jurídica.  

En reciente fallo del Consejo de Estado 2, se indicó que el error judicial tiene su génesis en 

una decisión contraria y/o violatoria de la ley, de ahí que puede acaecer por la configuración 

de dos supuestos, estos son, el error de hecho y el de derecho.  

Así, cuando se trate de un error de derecho se deberá establecer, por lo menos, un 

señalamiento de las normas que se consideran como transgredidas y una explicación sucinta 

de la manera en que ellas fueron infringidas. 

Por su parte, en el error de hecho deberán entenderse cuáles fueron las pruebas sobre las que 

recayó el yerro en la actividad probatoria y por qué con ello se transgredió la ley. Por lo 

dicho, en el título de imputación por error jurisdiccional, el interesado deberá cumplir con la 

identificación del objeto del mismo, así como establecer un concepto de violación.  

Con este fin, le incumbirá cumplir con las cargas de claridad, precisión y debida 

argumentación para demostrar que existe una imputación de tipo jurídico a la demandada, 

por lo que el interesado debe circunscribir su actividad discursiva y probatoria a desvirtuar 

la presunción de legalidad y acierto que abriga la totalidad de la providencia judicial, no de 

manera inopinada, sino con sujeción a requisitos previamente establecidos, cuya finalidad no 

es otra que trazar linderos de la litis para efectos de que sea decidida por el juez contencioso 

administrativo sin entrar a suplantar la esfera de juicio del juez natural.  

Adicional a lo anterior, el Honorable Consejo de Estado ha indicado que en los procesos de 

responsabilidad patrimonial del Estado por error judicial, además de demostrar el error 

judicial, la parte demandante tiene la carga de individualizar con precisión el perjuicio cuya 

indemnización pretende.  

Dicho perjuicio no puede coincidir con la pretensión formulada en el proceso en el cual se 

dictó la providencia acusada de incurrir en el error, porque la sentencia allí dictada hizo 

tránsito a cosa juzgada y lo que se puede solicitar ahora es la reparación del daño sufrido 

como consecuencia de tal decisión.  
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El perjuicio que aquí puede reclamarse es distinto, lo que implica para el demandante la carga 

de precisarlo y demostrar su causación.  

Así mismo, el Alto Tribunal Contencioso Administrativo, en fallo proferido el 05 de mayo 

de 2020, por la Sección Tercera, Subsección B, dentro del radicado 2001-01807-01, M.P. 

Martín Bermúdez Muñoz, precisó que cuando se demande la responsabilidad del Estado por 

error jurisdiccional, el demandante tiene la carga de precisar cuál es el daño que la decisión 

le ha causado, sin que resulte admisible pretender que el Juez de la responsabilidad declare 

la existencia del error y pronuncie una decisión que sustituya la que el demandante estima 

equivocada, al respecto indicó:  

“(...) Esta posición jurisprudencial resulta concordante con la adoptada por la 

Subsección en fallos anteriores en la que se ha precisado que cuando se 

demanda la responsabilidad del Estado por error jurisdiccional el demandante 

tiene la carga de precisar cuál es el daño que la decisión le ha causado, sin que 

resulte admisible pretender que el Juez de la responsabilidad declare la 

existencia del error y pronuncie una decisión que sustituya la que el 

demandante estima equivocada. 2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, Sentencia de fecha 12 de 

diciembre de 2019, radicado 20080039501, M.P. María Adriana Marín. (3 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 

Subsección B, Sentencia de fecha 03 de abril de 2020, radicado 20040064601 

M.P. Martín Bermúdez Muñoz).  

En esta dirección se ha señalado que la acción de reparación directa por error judicial no 

puede considerarse como una tercera instancia, porque (i) la demanda se dirige contra la 

Rama Judicial del Estado en la medida en que la autoridad que ha causado el daño es el Juez 

que profirió la providencia; (ii) en el proceso no participa la contraparte de la víctima del 

error judicial, porque la sentencia dictada en ese proceso no puede modificarse, dado que es 

una decisión que está ejecutoriada y, por ende, hizo tránsito a cosa juzgada.  

Las circunstancias anteriores permiten precisar que la demanda de reparación directa por 

error judicial tiene una causa y un objeto distinto al proceso en el cual se profirió la decisión 

contentiva del error.  

Ello impone concluir que en el proceso de reparación directa la parte que reclama la 

indemnización no puede formular su pretensión expresando simplemente las razones de su 

desacuerdo con la decisión que califica de equivocada, ni puede solicitar simplemente que se 

hagan las mismas declaraciones y condenas que le fueron negadas en tal proceso. (…).  

Como se ha señalado en anteriores ocasiones, en los procesos de responsabilidad patrimonial 

del Estado por error judicial, además de demostrar el error judicial la parte demandante tiene 

la carga de individualizar con precisión el perjuicio cuya indemnización pretende. Dicho 

perjuicio no puede coincidir con la pretensión formulada en el proceso en el cual se dictó la 

providencia acusada de incurrir en el error, porque dicha providencia hizo tránsito a cosa 

juzgada y lo que se puede solicitar en este proceso es la reparación del daño sufrido como 

consecuencia de tal decisión.  

El demandante tiene entonces la carga de identificarlo con precisión para que el Juez deduzca 

la existencia de una pretensión de indemnización de daños por error judicial y no el intento 

de revivir un proceso juzgado o adelantar una nueva instancia frente a una providencia que –

se itera– ya hizo tránsito a cosa juzgada.  

Es evidente que dentro del daño sufrido por el demandante podrá estar incluido el valor de la 

condena que fue impuesta a dicha parte y, en otros, el valor de las pretensiones que fueron 

denegadas.  
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Lo que resulta inadmisible es concurrir al proceso de reparación directa reclamando lo mismo 

que se pidió en el proceso judicial donde se profirió la sentencia contentiva del error, o 

formulando pretensiones que impliquen dejarla sin efectos, porque en ese caso se está 

confundiendo la acción de reparación directa por error judicial con una tercera instancia de 

un proceso judicial terminado.  

En el presente caso la Sala advierte la existencia de una circunstancia particular porque la 

providencia acusada de error judicial contiene una decisión inhibitoria que al no pronunciarse 

sobre el fondo no hace tránsito a cosa juzgada, aspecto regulado expresamente en el numeral 

4 del artículo 333 del Código de Procedimiento Civil.  

Al estudiar la constitucional de dicha norma, la Corte Constitucional señaló: 

“Cuando la providencia acusada de error jurisdiccional no hace tránsito a cosa 

juzgada, la parte actora solo podría reclamar la pérdida de una oportunidad 

para lo cual tendría la carga de demostrar que la perdió definitivamente como 

consecuencia de la providencia apelada y exponer las razones que permitan 

concluir que tenía serias expectativas de obtener una decisión favorable a sus 

intereses. (…)” (Negrilla y subraya fuera de texto).  

Por último, respecto de la constitución de una instancia adicional por imputación de error 

judicial, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 

Subsección C, en Sentencia de fecha 31 de mayo de 2019, radicado 2015-01789-01, 

Consejero Guillermo Sánchez Luque, manifestó que:  

“(…) El título de imputación de error judicial no constituye una instancia 

adicional que permita la impugnación de las providencias, ni mucho menos se 

configura por el hecho de que la parte esté en desacuerdo con las 

consideraciones contenidas en las decisiones judiciales. Como no se está en 

presencia de un error jurisdiccional, pues no se aprecia en la decisión judicial 

una actuación caprichosa o subjetiva del fallador y lo que el demandante 

pretende es que se revisen los fundamentos jurídicos de la providencia y su 

valoración probatoria, no se configuró un daño antijurídico.” (Negrilla y 

subraya fuera de texto).  

De las normas y jurisprudencia relacionadas anteriormente, se puede concluir que para que 

se configure la responsabilidad del Estado por error jurisdiccional, se requiere que se 

cumplan los siguientes presupuestos:   

- El afectado deberá haber interpuesto los recursos de ley. 

 

- Se materializa únicamente a través de una providencia judicial en firme. 

 

- No procede por interpretación jurídica, es decir, parte del respeto por la autonomía y 

libertad que por mandato constitucional se le confiere al juez. 

 

- Debe enmarcarse dentro de una actuación subjetiva, caprichosa, arbitraria y 

flagrantemente violatoria del debido proceso, que demuestre, sin ningún asomo de 

duda, que se ha desconocido el principio de que al juez le corresponde pronunciarse 

judicialmente de acuerdo con la naturaleza misma del proceso y las pruebas 

aportadas según los criterios que establezca la ley y no de conformidad con su propio 

arbitrio, es decir, debe enmarcarse como una “vía de Hecho”. 

 

- No procede contra decisiones de las Altas Cortes. 

 

- Puede ser de orden fáctico o normativo. 

 



Consejo Superior de la Judicatura 

Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Valledupar 

Coordinación Administrativa de Riohacha – La Guajira 
 

Calle 8 No. 12-86, Piso 7º. Edificio “Caracolí”.  Tel. 3185705714 

Riohacha – La Guajira.  www.ramajudicial.gov.co 

 
 

SC5780-4-12 

- Debe producir un daño personal y cierto que tenga la naturaleza de antijurídico, esto 

es, que el titular no tenga la obligación jurídica de soportar. 

 

- La equivocación del juez o magistrado debe incidir en la decisión judicial en firme. 

 

- Al interesado le incumbe la carga de claridad, precisión y debida argumentación para 

desvirtuar la presunción de legalidad y acierto que abriga la totalidad de la 

providencia judicial. 

 

- No es una nueva instancia que permita la impugnación de las providencias o la 

manifestación de la simple inconformidad con el criterio jurídico de la autoridad 

judicial. 

 

- El demandante tiene la carga de individualizar con precisión el perjuicio cuya 

indemnización pretende, el cual no puede coincidir con la pretensión formulada en 

el proceso en el cual se dictó la providencia acusada de incurrir en el error. 

 

- El demandante tiene la carga de precisar cuál es el daño que la decisión le ha causado, 

sin que resulte admisible pretender que el Juez de la responsabilidad declare la 

existencia del error y pronuncie una decisión que sustituya la que el demandante 

estima equivocada.  

La Sentencia SU - 072 de 2018. 

Al respecto es necesario tener en cuenta que bajo los parámetros fijados por la Corte 

Constitucional en la Sentencia SU-072 del 5 de julio de 2018, la cual se encuentra 

directamente relacionada con la Sentencia C-037 de 1996, no es posible hablar de una 

responsabilidad objetiva contra Entidades como la aquí demandada, por el solo hecho que el 

sindicado resulte absuelto o se le precluya la investigación. Es claro en estos institutos 

jurídicos, per se, no hacen injusticia la captura o la medida de aseguramiento de una persona, 

puesto que en la actualidad se requiere un esfuerzo probatorio y argumentativo mucho mayor, 

dado que la parte actora le concierne demostrar que la orden impuesta no se avino a los 

parámetros normativos establecidos con tal fin. 

Por lo anterior, la labor del operador judicial en materia de responsabilidad patrimonial de la 

Administración, a raíz de la sentencia de unificación antes relacionada. No se puede limitar 

a verificar si la persona privada de la libertad fue absuelta en el proceso penal o su 

investigación culminó con preclusión, pues está visto que esa circunstancia no hace injusta 

la privación de la libertad soportada en la captura del indiciado o en la imposición de la 

medida de aseguramiento al sindicado.  

La sentencia C- 037 de 1996 

La Corte Constitucional en la Sentencia C - 037 de 1996, en la que se determinó, como COSA 

JUZGADA CONSTITUCIONAL lo que realmente constituye el DAÑO ANTIJURIDICO, 

al declarar la exequibilidad condicionada del artículo 68 de la Ley 70 de 1996, bajo el 

entendido de que el término “INJUSTAMENTE” para efectos de solicitar la declaratoria de 

responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad, se refiere a una actuación 

abiertamente desproporcionada y violatoria de procedimientos legales, de tal forma que se 

entienda que la privación de la libertad no resultó apropiada, ni acorde con el ordenamiento 

jurídico, claramente arbitraria (ratio decidendi). 

En este orden de ideas, corresponde a la parte actora como carga procesal, acreditar que las 

decisiones que adopto el Juez de Garantías, fueron arbitrarias, caprichosas y/o adoptadas por 

fuera de los procedimientos legales, evento que no ha ocurrido en el presente caso, pues ello 

no se encuentra acreditado.    
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Inexistencia de antijuridicidad  

 

La parte actora pretende que se declare que la NACIÓN - RAMA JUDICIAL y FISCALÍA 

GENERAL DE LA NACIÓN, son responsables administrativamente por los daños y 

perjuicios que reclama, alegando como título jurídico de imputación de responsabilidad 

patrimonial la “supuesta” privación injusta de la libertad de la que fue objeto.  

 

 En razón a tal premisa, es imperioso citar las normas relativas a la responsabilidad del Estado 

y en particular las normas de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia que consagran 

dicho título de imputación de responsabilidad, analizarlas frente a las consideraciones que 

respecto a este título de imputación ha hecho el H. Consejo de Estado y examinar si la entidad 

debe responder por los hechos alegados. 

 

Ahora bien, si de lo que se trata es de una supuesta falla en el servicio, para que pueda 

considerarse verdadera causa de perjuicio y comprometa la responsabilidad del Estado, "no 

puede ser entonces cualquier tipo de falta. Ella debe ser de tal entidad que, teniendo en cuenta 

las concretas circunstancias en que debía prestarse el servicio, la conducta de la 

administración puede considerarse como "anormalmente deficiente". (Consejo de Estado, 

Sentencia de agosto 4 de 1994. Expediente 8487). 

 

En el acápite de pretensiones de la demanda, los demandantes solicitan una cuantiosa 

indemnización por perjuicios materiales y morales por supuesta falla en el servicio judicial. 

 

Olvidan los actores que la responsabilidad del Estado, de acuerdo a jurisprudencia del órgano 

de cierre de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, éste "falla cuando con sus 

actuaciones, hechos positivos o negativos o vías de hecho, desconoce los derechos de los 

particulares o deja de proteger los mismos o permite que algún miembro de la comunidad o 

cualquier persona vulnere dichos derechos” No debe olvidarse que la responsabilidad del 

Estado es primaria, es decir, recae en la persona de derecho público, en primer lugar, y es 

objetiva; y existe falla cuando existe daño a los derechos de los asociados como consecuencia 

de la acción u omisión estatal". (C. E., Sección Tercera, Sentencia nov. 4/75). 

 

La falla en el servicio para que pueda considerarse verdadera causa de perjuicio y 

comprometa la responsabilidad del Estado "no puede ser entonces cualquier tipo de falta. 

Ella debe ser de tal entidad que, teniendo en cuenta las concretas circunstancias en que debía 

prestarse el servicio, la conducta de la administración puede considerarse como 

"anormalmente deficiente". (Consejo de Estado, Sentencia de agosto 4 de 1994. Expediente 

8487). 

 

Conforme a las pretensiones descritas, resulta pertinente destacar que la cláusula general en 

materia de responsabilidad patrimonial del Estado se encuentra consagrada en el artículo 90 

de la Constitución Política, del cual se puede concluir que para que se estructure la 

responsabilidad por parte del estado, debe existir un daño antijurídico y que este pueda ser 

atribuible a una Autoridad por acción u omisión1.    

 

En desarrollo del precepto constitucional citado, la Ley Estatuaria 270 de 1996 desarrolla la 

responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad consagrando la posibilidad de 

que quien sufra este daño, puede demandar al Estado la indemnización de perjuicios2.   

                                                        
1 Artículo 90 Constitución Política: “El Estado responderá patrimonialmente por los daños 

antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las 

autoridades públicas.”  
2 Ley 270 de 1996. Art. 68: “Quien haya sido privado injustamente de la libertad podrá 

demandar al Estado reparación de perjuicios.” 
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Aunado a lo anterior, y tal como lo ha señalado la Corte Constitucional, es preciso establecer 

que el régimen para atribuir responsabilidad a las autoridades con ocasión del daño sufrido 

por privación injusta de la libertad puede ser el modelo de responsabilidad subjetiva. Así lo 

señaló la Corte Constitucional en ejercicio de sus funciones de control previo y automático 

sobre el proyecto de la Ley Estatutaria citada anteriormente. Al respecto este Alto Tribunal 

manifestó: 

 

“… una actuación abiertamente desproporcionada y violatoria de los procedimientos 

legales, de forma tal que se torne evidente que la privación de la libertad no ha sido 

ni apropiada, ni razonada ni conforme a derecho, sino abiertamente arbitraria. Si 

ello no fuese así, entonces se estaría permitiendo que en todos los casos en que una 

persona fuese privada de su libertad y considerase en forma subjetiva, aún de mala 

fe, que su detención es injusta, procedería en forma automática la reparación de los 

perjuicios, con grave lesión para el patrimonio del Estado, que es el común de todos 

los asociados. Por el contrario, la aplicabilidad de la norma que se examina y la 

consecuente declaración de la responsabilidad estatal a propósito de la 

administración de justicia, debe contemplarse dentro de los parámetros fijados y 

teniendo siempre en consideración el análisis razonable y proporcionado de las 

circunstancias en que se ha producido la detención.”3  

 

En este mismo orden de ideas, la Corte Constitucional en la Sentencia SU – 072 de 2018 

concluyó que tratándose de la responsabilidad del Estado por privación injusta de libertad, el 

régimen que se puede aplicar es el de responsabilidad subjetiva. Esto por cuanto al hacer una 

interpretación de la cláusula general de responsabilidad patrimonial del Estado no se puede 

descartar la aplicación de dicho régimen:  

 

“De la misma forma, se anota que la Corte y el Consejo de Estado comparten dos 

premisas: la primera, que la responsabilidad del Estado se deduce a partir de la 

constatación de tres elementos: (i) el daño, (ii) la antijuridicidad de este y (iii) su 

producción a partir de una actuación u omisión estatal (nexo de causalidad). La 

segunda, que el artículo 90 de la Constitución no define un único título de imputación, 

lo cual sugiere que tanto el régimen subjetivo de la falla del servicio, coexiste con 

títulos de imputación de carácter objetivo como el daño especial y el riesgo 

excepcional.”4 

 

También esta Corporación en la misma providencia destacó que se descarta que el régimen 

aplicable para casos de privación injusta de la libertad sea el objetivo, y que por el contrario, 

es el Juez, atendiendo a las particularidades del caso objeto de estudio, quien debe definir el 

régimen aplicable, permitiendo entre otros que se analice el dolo o la culpa en cada caso. 

Esto con ocasión de la aplicación del principio iura novit curia5: 
                                                        
3 Corte Constitucional. Sentencia C – 037 de 1996 M. P. Dr.: Vladimiro Naranjo Mesa. En previos 
pronunciamientos de esta misma Corporación, se ha establecido que el artículo 90 constitucional permitía la 
aplicación del régimen subjetivo de responsabilidad, basado en la culpa: “A pesar de que se ha considerado 
por algunos doctrinantes que la nueva concepción de la responsabilidad del Estado tiene como fundamento 
un criterio objetivo, no puede afirmarse tajantemente que el Constituyente se haya decidido exclusivamente 
por la consagración de una responsabilidad objetiva, pues el art. 90 dentro de ciertas condiciones y 
circunstancias también admite la responsabilidad subjetiva fundada en el concepto de culpa. Y ello es el 
resultado de que si bien el daño se predica del Estado, es necesario tener en cuenta que se puede generar a 
partir de la acción u omisión de sus servidores públicos, esto es, de un comportamiento que puede ser 
reprochable por irregular o ilícito.” En: Corte Constitucional. Sentencia C – 430 de 2000. M. P. Dr. Antonio 
Barrera Carbonell.  
4 Corte Constitucional. Sentencia SU – 072 de 2018. M. P. Dr.: José Fernando Reyes Cuartas 
5 Este principio ha sido definido por la Corte Constitucional de la siguiente manera: “El principio iura novit 
curia, es aquel por el cual, corresponde al juez la aplicación del derecho con prescindencia del invocado por 
las partes, constituyendo tal prerrogativa, un deber para el juzgador, a quien incumbe la determinación 
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“Es necesario reiterar que la única interpretación posible –en perspectiva judicial-- 

del artículo 68 de la Ley 270 de 1996 es que el mismo no establece un único título de 

atribución y que, en todo caso, le exige al juez contencioso administrativo definir si 

la decisión que privó de la libertad a un ciudadano se apartó de los criterios que 

gobiernan la imposición de medidas preventivas, sin que ello implique la exigencia 

ineludible y para todos los casos de valoraciones del dolo o la culpa del funcionario 

que expidió la providencia, pues, será en aplicación del principio iura novit curia, 

aceptado por la propia jurisprudencia del Consejo de Estado, que se establezca cuál 

será el régimen que ilumine el proceso y, por ende, el deber demostrativo que le asiste 

al demandante.”6   

 

Aunado a lo anterior, otro aspecto tenido en cuenta por el Alto Tribunal citado para afirmar 

que tratándose de la privación injusta de la libertad es pertinente acudir o aplicar el régimen 

subjetivo de responsabilidad consisten en primer lugar en determinar que el nomen iuris del 

título de imputación denominado “privación injusta de la libertad”, trae en su contenido el 

vocablo “injusta”, lo cual permite colegir que para atribuir responsabilidad al Estado por esta 

causa, el Juez debe terminar que la decisión sea desproporcional o irrazonable, antes claro 

está, de verificar que la decisión sea ajustada al ordenamiento jurídico aplicable al caso 

concreto. Sobre este particular afirmó:  

 

“En el caso de la privación injusta de la libertad la Corte, ciñéndose exclusivamente 

al texto normativo y teniendo en cuenta las dos premisas señaladas, esto es, que el 

artículo 90 de la Constitución no define un título de imputación y que, en todo caso, 

la falla en el servicio es el título de imputación preferente, concluyó en la sentencia 

C-037 de 1996 que el significado de la expresión "injusta" necesariamente implica 

definir si la providencia a través de la cual se restringió la libertad a una persona 

mientras era investigada y/o juzgada fue proporcionada y razonada, previa la 

verificación de su conformidad a derecho.”7 (Negrilla no original del texto). 

  

 

El Hecho de un tercero 

 

Sobre el hecho de un tercero según el contexto fáctico descrito por el aquí demandante, puede 

establecerse como causal de exoneración de responsabilidad a favor de la Rama Judicial. 

  

Tal circunstancia se ha definido de la siguiente manera:  

 

“(…) Las tradicionalmente denominadas causales eximentes de responsabilidad - fuerza 

mayor, caso fortuito, hecho exclusivo y determinante de un tercero o de la víctima - 

constituyen diversos eventos que dan lugar a que devenga imposible imputar, desde el punto 

de vista jurídico, la responsabilidad por los daños cuya causación da lugar a la iniciación del 

litigio, a la persona o entidad que obra como demandada dentro del mismo.  

 

En relación con todas ellas, tres son los elementos cuya concurrencia tradicionalmente se ha 

señalado como necesaria para que sea procedente admitir su configuración: (i) su 

                                                        
correcta del derecho, debiendo discernir los conflictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, 
calificando autónomamente, la realidad del hecho y subsumiéndolo en las normas jurídicas que lo rigen.” En: 
Corte Constitucional. Sentencia T – 851 de 2010. M. P. Dr.: Humberto Antonio Sierra Porto.  
6 Corte Constitucional. Sentencia SU – 072 de 2018. M. P. Dr.: José Fernando Reyes 

Cuartas  
7 Corte Constitucional. Sentencia SU – 072 de 2018. M. P. Dr.: José Fernando Reyes 

Cuartas 
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irresistibilidad; (ii) su imprevisibilidad y (iii) su exterioridad respecto del demandado, 

extremos en relación con los cuales la jurisprudencia de esta Sección ha sostenido lo 

siguiente: (…) Por otra parte, a efectos de que operen los mencionados eximentes de 

responsabilidad (hecho de la víctima o de un tercero), es necesario aclarar, en cada caso 

concreto, si el proceder - activo u omisivo - de aquellos tuvo, o no, injerencia y en qué 

medida, en la producción del daño.  

  

El Consejo de Estado ha definido este eximente de responsabilidad, de la siguiente manera:  

 

“En relación con la causal de exoneración consistente en el hecho de un tercero, la 

jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que la misma se configura siempre 

y cuando se demuestre que la circunstancia extraña es completamente ajena al 

servicio y que este último no se encuentra vinculado en manera alguna con la 

actuación de aquél, de manera que se produce la ruptura del nexo causal; además, 

como ocurre tratándose de cualquier causa extraña, se ha sostenido que la misma 

debe revestir las características de imprevisibilidad e irresistibilidad, más allá de la 

consideración de acuerdo con la cual ha de tratarse de una conducta ajena a la de 

la entidad pública demandada. Adicionalmente, no puede perderse de vista que para 

que el hecho del tercero pueda ser admitido como eximente de responsabilidad no se 

precisa que sea culposo sino que constituya la causa exclusiva del daño8.” (Subrayas 

propias). 

 

La misma corporación, en reciente fallo, ha determinado los elementos que configuran su 

existencia como eximente de responsabilidad estatal, siendo estos, los siguientes: 

 

“Se destaca en particular, para los efectos de esta providencia, que el hecho del 

tercero será causa extraña que exonere de responsabilidad a la entidad demandada, 

cuando reúna los siguientes requisitos: (i) Que el hecho del tercero sea la causa 

exclusiva del daño, porque si tanto el tercero como la entidad estatal concurrieron 

en la producción del daño existiría solidaridad entre éstos frente al perjudicado, en 

los términos del artículo 2344 del Código Civil, lo cual le dará derecho a éste para 

reclamar de cualquiera de los responsables la totalidad de la indemnización, aunque 

quien pague se subrogará en los derechos del afectado para pretender del otro 

responsable la devolución de lo que proporcionalmente le corresponda pagar, en la 

medida de su intervención. (ii) Que el hecho del tercero sea completamente ajeno al 

servicio, en el entendido de que ese tercero sea externo a la entidad, es decir, no se 

encuentre dentro de su esfera jurídica y, además, que la actuación de ese tercero no 

se encuentre de ninguna manera vinculada con el servicio, porque si el hecho del 

tercero ha sido provocado por una actuación u omisión de la entidad demandada, 

dicha actuación será la verdadera causa del daño y, por ende, el hecho del tercero 

no será ajeno al demandado.  (iii) Que la actuación del tercero sea imprevisible e 

irresistible a la entidad; porque, de lo contrario, el daño le sería imputable a ésta a 

título de falla del servicio en el entendido de que la entidad teniendo el deber legal 

de hacerlo, no previno o resistió el suceso. Como lo advierte la doctrina “sólo cuando 

el acontecimiento sobrevenido ha constituido un obstáculo insuperable para la 

ejecución de la obligación, deja la inejecución de comprometer la responsabilidad 

del deudor”9. 

 

Debe tenerse en cuenta que para que el “HECHO DE UN TERCERO” se estructure, debe 

contar con los siguientes elementos:  

 

                                                        
8 Expediente 25000-23-26-000-1993-09409-01(16927). M.P.: Mauricio Fajardo Gómez. Sentencia del 25 de febrero de 

2009. 

9 Expediente 25000-23-26-000-1998-00668-01(19287). M.P.: Ruth Stella Correa 
Palacio. Sentencia del 18 de marzo de 2010. 
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- Debe ser la única causa del daño  

 

- Debe estar plenamente identificado e individualizado el tercero  

 

- Debe existir ausencia total de vínculos de dependencia o que generen alguna relación 

entre el funcionario y el tercero.  

 

- El tercero no haya colaborado con el causante del hecho y además que su conducta 

haya sido imprevisible e irresistible para el funcionario, es decir que el funcionario 

con su actuar no haya podido impedir dicha conducta del tercero, es indicar que la 

conducta del tercero debe ser la generante del hecho dañosos antijurídico.  

 

Finalmente, con base en lo dispuesto en la sentencia de la Corte Constitucional C - 037 de 

1996, en la que se determinó, como COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL lo que 

realmente constituye el DAÑO ANTIJURIDICO, al declarar la exequibilidad condicionada 

del artículo 68 de la Ley 270 de 1996, bajo el entendido de que el término 

“INJUSTAMENTE” para efectos de solicitar la declaratoria de responsabilidad del Estado 

por privación injusta de la libertad, se refiere a una actuación abiertamente desproporcionada 

y violatoria de procedimientos legales, de tal forma que se entienda que la privación de la 

libertad no resultó apropiada, ni acorde con el ordenamiento jurídico, claramente arbitraria 

(ratio decidendi), razón por la cual, corresponde a la parte actora asumir la carga procesal de 

acreditar la ilegalidad de las decisiones, aspecto que en este caso no se encuentra acreditado, 

lo que desvirtúa la ANTIJURIDICIDAD deprecada.  

 

Respecto de la privación injusta:  

   

La Ley 270 de 1996, en el artículo 65 establece: 

    

“ARTÍCULO 65. DE LA RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. El Estado responderá 

patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción 

o la omisión de sus agentes judiciales.   

                                                                                                                                              

“En los términos del inciso anterior el Estado responderá por el defectuoso funcionamiento 

de la administración de justicia, por el error jurisdiccional y por la privación injusta de la 

libertad.  

   

(…)  

 

“ARTÍCULO 68. PRIVACION INJUSTA DE LA LIBERTAD. Quien haya sido privado 

injustamente de la libertad podrá demandar al Estado reparación de perjuicios”.  

  

Este derecho está regulado en otras normas jurídicas, así: En el Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, ratificado mediante la Ley 74 de 1.968, se expresa que "Nadie 

podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, 

salvo por las causas fijadas por la ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta...".    

En la Convención Americana de Derechos Humanos, ratificada por la Ley 16 de 1.972, se 

dice que: "1.Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 2. Nadie 

puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de 

antemano por las constituciones políticas de los Estados o por las leyes dictadas conforme a 

ellas".         

 

De lo anterior se infiere que la libertad es un derecho fundamental, restringido en eventos 

precisos y bajo condiciones de orden constitucional o legal, tema respecto del cual la Corte 

Constitucional ha señalado:    
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“(…) esa libertad del legislador, perceptible al momento de crear el derecho legislado, 

tiene su límite en la propia Constitución que, tratándose de la libertad individual, 

delimita el campo de su privación no sólo en el artículo 28, sino también por virtud 

de los contenidos del preámbulo que consagra la libertad como uno de los bienes que 

se debe asegurar a los integrantes de la nación; del artículo 2º que en la categoría de 

fin esencial del Estado contempla el de garantizar la efectividad de los principios, y 

de los derechos consagrados en la Constitución, a la vez que encarga a las autoridades 

de su protección y del artículo 29, que dispone que toda persona ‘se presume inocente 

mientras no se la haya declarado judicialmente culpable’  y que quien sea sindicado 

tiene derecho ‘a un debido proceso público’ sin dilaciones injustificadas”.   

 

Sin embargo, la Corte Suprema respecto al CONTROL DE LEGALIDAD DE LA 

CAPTURA por parte de la fiscalía y el juez de control de garantías, ha expresado:  

  

“La drástica afectación de uno de los derechos más importantes operada con la 

captura, impone la necesidad de que las razones, la forma y el tiempo de tal 

intervención sea revisado por una autoridad judicial, de manera pronta, como ha 

quedado claro de los compromisos internacionales referidos en precedencia. 

    

En desarrollo de tales presupuestos el Legislador colombiano se ha cuidado de introducir los 

controles correspondientes. 

    

De una parte, en lo relacionado con la captura por orden escrita de autoridad judicial 

competente, el inciso segundo del artículo 297 previó la obligación de poner al aprehendido 

a órdenes del juez de control de garantías en un plazo máximo de 36 horas, a efectos de que 

se analice la legalidad de la forma en que se produjo la privación de su libertad, dado que ya 

existía una orden judicial para cuya expedición fue necesario analizar la inferencia de autoría 

o participación del ciudadano en relación con un delito grave. 

    

Frente al capturado en flagrancia resulta más exigente el control de legalidad en comparación 

con el capturado por orden de autoridad judicial, en lo que hace relación a la amplitud de su 

contenido y al tiempo en el que debe realizarse, como al número de observadores llamados a 

hacer la evaluación. 

    

En lo referente al contenido del control del capturado en flagrancia es tanto formal como 

material, de suerte que se analiza la procedencia, como la forma, así como el trato dispensado 

al aprehendido. 

    

En relación con los tiempos el Legislador incluyó en el inciso cuarto del artículo 302 la 

expresión “inmediatamente”, antes del plazo “o a más tardar dentro de las treinta y seis horas 

siguientes”; la cual no se incorporó al fijar el límite temporal para el control judicial del 

aprehendido con orden de captura. Y, finalmente, dispuso dos controles de legalidad, uno a 

cargo del fiscal - según se observa claramente en el inciso 4º del artículo 302-, y otro,  en 

cabeza del juez de control de garantías –inciso quinto del artículo 302 ibídem-.  

   

Así pues, la legislación colombiana instaló un retén adicional previo para el control de 

legalidad de la privación de libertad, precisamente, el contenido en el inciso cuarto del 

artículo 302, norma según la cual: “Si de la información suministrada o recogida aparece que 

el supuesto delito no comporta detención preventiva, el aprehendido o capturado será 

liberado por la fiscalía, imponiéndose bajo palabra un compromiso de comparecencia cuando 

sea necesario. De la misma forma se procederá si la captura fuere ilegal.” 

    

En consecuencia, esta norma impone al fiscal a cuya disposición es puesto el capturado, la 

obligación de valorar dos situaciones: 1) si el presunto delito por el que se procede comporta 

medida de aseguramiento; y, 2) si la captura fue legítima, esto es, si se produjo dentro de una 
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de las precisas y estrictas hipótesis previstas para la flagrancia –vale decir que no haya sido 

arbitraria- , y si la forma en que se produjo respetó los estándares legales; apreciación que de 

acuerdo con sus resultados podría generar como efecto ineluctable la orden de libertad 

inmediata del aprehendido, so pena de incurrir en el delito descrito en el artículo 175 del 

estatuto punitivo, conocido como prolongación ilícita de privación de libertad. De manera 

que, si el fiscal concluye que el delito por el que se produjo la captura no comporta medida 

de aseguramiento, o que la aprehensión fue ilegal, deberá, de inmediato, ordenar el 

restablecimiento de la libertad, sin más consideraciones. 

   

En este contexto, así la demanda no se refiera a ello, ni las pocas piezas procesales allegadas 

no permiten acreditarlo, por disposición legal según los artículos 116,117, 126, 142 y 154, 

de la Ley 906 de 2004, es deber de la Fiscalía poner a disposición de Juez Garantías todos 

los elementos materiales probatorios y evidencia física e información obtenida, elementos 

recogidos en registros, allanamientos, interceptaciones, para su control de legalidad. 

     

Dentro del término perentorio de 36 horas, contados a partir de la captura, el Fiscal debe 

presentar ante el Juez de Control de Garantías a las personas aprehendida y los elementos 

incautados, so pena de obligar su inmediata liberación, lo que evidencia el interés del 

Constituyente y del legislador ordinario, por hacer perentoria la posibilidad de protección del 

derecho a la libertad y exige que la persona sea puesta a disposición del Juez de Control de 

Garantías dentro del menor tiempo posible, para que así la Judicatura determine si fue o no 

legal la aprehensión. 

   

El artículo 250 superior que consagra las funciones de la Fiscalía General de la Nación, señala 

en el numeral 1° que al ente investigador le corresponde solicitar al juez de control de 

garantías la adopción de las medidas necesarias (privativas de la libertad o de otros derechos 

y libertades) que aseguren la comparecencia de los imputados al proceso, la conservación de 

los elementos materiales y la evidencia física, al igual que la protección de la comunidad y 

especialmente de las víctimas. 

   

El artículo 308 ibídem exige como presupuesto que de los elementos materiales probatorios 

y de la evidencia física recogida y asegurados o de la información obtenida legalmente, se 

pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la conducta, 

siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes presupuestos: (i) que la medida se 

muestre como necesaria para evitar la obstrucción al debido ejercicio de la justicia; (ii) que 

el sujeto de la medida constituye peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima; y 

(iii) que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o no cumplirá la 

sentencia. 

   

Los presupuestos referidos con antelación tienen su desarrollo en los artículos de la Ley 906 

de 2004, dentro de los cuales se encuentran la obstrucción de la justicia (art. 309), el peligro 

para la comunidad (art. 310) y para la víctima (art. 311), y la no comparecencia del imputado 

(art. 312). 

   

En la sentencia C - 774 de 2001 se expresó que para la procedencia de tal medida de detención 

preventiva, “no sólo es necesario que se cumplan los requisitos formales y sustanciales que 

el ordenamiento impone, sino que requiere, además, y con ineludible alcance de garantía, que 

quien haya de decretarla sustente su decisión en la consideración de las finalidades 

constitucionalmente admisibles para la misma”. 

   

Aunado a lo anterior, en el citado pronunciamiento se puntualizó que para la completa 

determinación del concepto de detención preventiva, la carta política contiene elementos que 

sin excluir otros constitucionalmente admisibles, pueden configurar finalidades válidas. Así, 

se indicó que al tenor del artículo 250 superior son admisibles como propósitos, velar por la 

protección de las víctimas, los testigos e intervinientes y de la comunidad en general, como 
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quiera que el propio Estado debe propender por la prevalencia del interés general y asegurar 

la convivencia pacífica. En ese orden, se concretó que “no obstante, esta atribución debe 

actuar en concordancia con el principio de la dignidad humana, y por lo tanto, para no lesionar 

las garantías fundamentales del sindicado, el ejercicio de esta atribución impone la necesidad 

de investigar lo favorable como desfavorable al acusado. 

   

En síntesis, y acorde con los múltiples pronunciamientos jurisprudenciales existentes, las 

medidas de aseguramiento tienen un carácter preventivo, mientras se determina la 

responsabilidad del imputado o acusado. No constituyen por ende una sanción como tal, 

como quiera que su naturaleza siempre será la de una actuación cautelar, eminentemente 

excepcional, cuyo carácter es meramente instrumental o procesal, más no punitivo, esto es, 

no debe estar precedida de la culminación de un proceso.  

    

En conclusión, la Corte Constitucional Sentencia de Unificación 072 de 2018, además de 

exponer que la antijuridicidad del daño está determinada por una decisión restrictiva de la 

libertad abiertamente ilegal, desproporcionada, irracional, inapropiada o arbitraria, precisó 

que bajo los derroteros del artículo 90 Constitucional y la sentencia C-037 de 1996, no puede 

aplicarse un régimen de responsabilidad riguroso e inmutable (objetivo) de manera general 

para los casos en que se alegue la privación injusta de la libertad, pues corresponde al juez 

de lo Contencioso Administrativo valorar el régimen de imputación aplicable de acuerdo a 

las particularidades del caso, considerando que el de falla del servicio (subjetivo) es el 

preponderante y general, y que el objetivo es excepcional y residual y solo aplica si el 

subjetivo resulta insuficiente para declarar la responsabilidad del Estado, pero, en todo caso, 

éste último debe aplicarse en casos en que la absolución se funde en el principio de in dubio 

pro reo o en la atipicidad subjetiva, presupuestos estos que en este caso no se encuentran 

acreditados.  

 

Finalmente, con base en lo dispuesto en la sentencia de la Corte Constitucional C - 037 de 

1996, en la que se determinó, lo que realmente constituye el DAÑO ANTIJURIDICO, al 

declarar la exequibilidad condicionada del artículo 68 de la Ley 70 de 1996, bajo el entendido 

de que el término “INJUSTAMENTE” para efectos de solicitar la declaratoria de 

responsabilidad del Estado por privación injusta de la libertad, se refiere a una actuación 

abiertamente desproporcionada y violatoria de procedimientos legales, de tal forma que se 

entienda que la privación de la libertad no resultó apropiada, ni acorde con el ordenamiento 

jurídico, claramente arbitraria (ratio decidendi), razón por la cual, corresponde a la parte 

actora asumir la carga procesal de acreditar la ilegalidad de las decisiones, aspecto que en 

este caso no se encuentra demostrado, lo que desvirtúa la ANTIJURIDICIDAD deprecada 

respecto a la Rama Judicial.    

    

Por su parte, y tratándose de casos como el presente, debe tenerse en cuenta que la Fiscalía 

es la titular de la acción penal (Art, 250 Constitución Política) y en consecuencia es esta 

institución a través de sus delegados quien tiene la faculta de investigar, recaudar elementos 

materiales probatorios e imputar y solicitar medida de aseguramiento ante los jueces de 

control de garantías. 

   

La formulación de imputación es definida por el legislador de la siguiente manera: “La 

formulación de imputación es el acto a través del cual la Fiscalía General de la Nación 

comunica a una persona su calidad de imputado, en audiencia que se lleva a cabo ante el juez 

de control de garantías”. 

  

Así mismo, la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia en reiterada y reciente 

jurisprudencia se ha encargado de identificar las características o consecuencias prácticas de 

esta figura en la Ley 906 de 2004, destacando entre otras que se trata de una potestad 

exclusiva de la Fiscalía, que no tiene control material por parte del Juez y que es relevante 

para la solicitud de medida de aseguramiento. En este orden de ideas ha mencionado esta 
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Corporación al hacer estudio del artículo 308 de la Ley 906 de 2004:    “De esta norma se 

desprende lo siguiente: (i) mientras el “juicio de imputación” le está asignado al fiscal, sin 

posibilidades de control material por parte de los jueces, la determinación de la inferencia 

razonable sobre la autoría o participación del imputado frente al que se solicita la medida 

cautelar le corresponde al juez; (ii) a diferencia de la imputación, la solicitud de medida de 

aseguramiento implica la obligación de presentar y explicar las evidencias que sirven de 

soporte a la inferencia razonable de autoría o participación, sin perjuicio de lo atinente a los 

fines de la medida cautelar; (iii) la medida de aseguramiento se analiza a la luz de uno o 

varios delitos en particular, entre otras cosas porque, según el artículo 313 ídem, la prisión 

preventiva está reservada a unas determinadas conductas punibles; y (iv) por tanto, el estudio 

de esta temática solo puede realizarse a partir de una hipótesis de hechos jurídicamente 

relevantes debidamente estructurada”.    

  

De lo anterior se colige que la formulación de imputación limita o determina el debate propio 

de la medida de aseguramiento y si bien es cierto corresponde al Juez de Control de Garantías 

imponer la medida de aseguramiento si existe mérito para ello, esta decisión se encuentra 

supeditada a la solicitud de imputación cuya carga corresponde al Ente Acusador. En tal 

sentido, es responsabilidad de la Fiscalía realizar los actos de investigación idóneos para 

llevar al Juez a un grado de conocimiento, en inferencia razonable, sobre la responsabilidad 

del procesado. 

   

Es pertinente resaltar que el proceso penal colombiano se caracteriza porque rige o se 

reconocido, entre otros, el principio de progresividad. Este ha sido reconocido y desarrollado 

por la Corte Suprema de Justicia en el sentido de que precisamente es responsabilidad de la 

Fiscalía verificar si para imputar (y consecuentemente solicitar una medida de 

aseguramiento) se encuentran los presupuestos exigidos por la Ley procesal penal. En tal 

sentido ha expresado la Sala Penal:    “Afirmar que la acción penal es técnicamente un ius 

ut procedatur o derecho a que se proceda no es una mera formulación teórica, sino que en 

la práctica supone reconocer la existencia de determinados momentos en el iter 

procedimental donde se va depurando la acusación. Precisamente por esta razón la acción 

penal, a diferencia de la civil, se caracteriza por ese desarrollo progresivo y escalonado, 

donde a través de una serie de opciones y decisiones jurisdiccionales se efectúa el control 

de la consistencia y fundamentación de la acusación.    En los diversos «escalones» del 

proceso penal la Fiscalía debe examinar previamente su fundabilidad. El primero de estos 

momentos o «escalones» viene constituido por el control jurisdiccional efectuado sobre los 

actos procesales de iniciación que determinan una imputación de parte. El grado de 

verosimilitud en que se funda este escalón es una simple posibilidad. Por ello el artículo 287 

de la Ley 906 señala que la imputación se eleva cuando, de los elementos materiales 

probatorios, evidencia física o información legalmente obtenida, se infiere razonablemente 

que el imputado es autor o partícipe del delito que se investiga. La imputación formal no 

sólo es una exigencia que posibilite el derecho de defensa sino que cumple la función 

garantista de evitar, en un primer estadio, las acusaciones infundadas”. 

   

De otro lado, la preclusión es una institución, de amplia tradición en los sistemas procesales, 

la cual permite la terminación de la actuación penal sin el agotamiento de todas las etapas del 

sumario, ante la ausencia de mérito para sostener una acusación (art. 331 Ley 906 de 2004). 

Implica la adopción de una decisión definitiva, por parte del juez de conocimiento, cuyo 

efecto es el de cesar la persecución penal contra el imputado respecto de los hechos objeto 

de investigación, poner fin a la acción penal, dirimir de fondo el conflicto y por ende, se 

encuentra investida de la fuerza vinculante de la cosa juzgada. 

   

Como se observa, se trata de un claro mandato, por regla general, para el Fiscal, de formular 

ante el juez de conocimiento, la solicitud de preclusión, en aquellos eventos en que no hubiese 

podido recolectar evidencia, o elementos materiales de prueba que le permitan sostener una 

acusación . Es ésta una hipótesis que se funda en los principios de presunción de inocencia e 
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in dubio pro reo, en los que tradicionalmente se ha inspirado la figura de la preclusión de la 

investigación. 

    

Como quiera que el la Fiscalia solicitó la preclusión de la investigación penal contra 

AMADO DE JESUS SALAZAR CALDERON, por los delitos de FABRICACION, 

TRAFICO Y PORTE DE ARMAS Y MUNICIONES DE USO RESTRINGIDO, DE USO 

PRIVATIVO DE LAS FUERZAS MILITARES O EXPLOSIVOS, de acuerdo a con lo 

establecido en el Articulo 332 CPP, Causal Nunero 5, Ausencia de intervencion del imputado 

en el hecho investigado.  

    

En este contexto, frente a la solicitud de preclusión elevada por la Fiscalía, resulta necesario 

señalar que el principio de congruencia consagrado en el artículo 448 del CPP, reza: 

 

“El acusado no podrá ser declarado culpable por hechos que no consten en la 

acusación, ni por delitos por los cuales no se ha solicitado condena”.    Sobre este 

particular, la Corte Suprema de Justicia se mostró, insiste el suscrito, pacífica en su 

precedente judicial, pues en radicación 26099 del 27 de octubre de 2008, con 

ponencia del Doctor Javier Zapata Ortiz, mantuvo tal tema, refiriendo lo siguiente:    

“(…) Ahora bien, la tracción que existe entre imputación, solicitud de condena y 

fallo, en el marco del nuevo sistema acusatorio lleva inexorablemente a determinar 

que el Juez es un garante de derechos constitucionales fundamentales, integrados al 

derecho penal, pero su discrecionalidad varía  pues cuando el Fiscal solicita la 

absolución, la jurisprudencia, por ejemplo, en el fallo de casación del 13 de julio de 

2006, al analizar el desenlace en forma irremediable  desencadena en aceptar tal 

pedimento como lo viene interpretando idéntica temática, desde luego en la Ley 906 

de 2004.     La Sala viene insistiendo y así ratifica su línea de pensamiento qué si el 

Fiscal solicita sentencia absolutoria en los alegatos finales, es petición debe ser 

acogida por el Juez por entenderse como un verdadero retiro de los cargos y ser el 

titulas de la acción penal, en armonía con el principio de congruencia que rige el 

proceso acusatorio”.  

 

Teniendo en cuanta lo anterior, el Juzgado Penal del Circuito Especializado con funciones 

de conocimiento de Riohacha, el 27 de enero de 2017, acogió la postura según la cual, cuando 

la Fiscalía como titular de la acción penal, con base en lo estatuido en el artículo 250 de la 

Constitución Política, depreca de la judicatura absolución, la cual es vinculante para el 

Juzgado en virtud del rol que asume en el proceso penal.    Pero tal como se evidencia en este 

caso, el proceso terminó de manera anormal porque la Fiscalía no llevó a juicio elementos de 

convicción que permitieran establecer la responsabilidad del señor AMADO DE JESUS 

SALAZAR CALDERON, por lo que solicitó la preclusión por cuanto no se probó ni la 

materialidad ni la responsabilidad, por los delitos de FABRICACION, TRAFICO Y PORTE 

DE ARMAS Y MUNICIONES DE USO RESTRINGIDO, DE USO PRIVATIVO DE LAS 

FUERZAS MILITARES O EXPLOSIVOS, por la Ausencia de intervencion del imputado 

en el hecho investigado, con base en la causal 5 del artículo 332 de la Ley 906 de 2004. 

    

Lo anterior permite concluir que hubo falencias, ligereza o deseo de protagonismo por parte 

de la Fiscalía en cuanto a la investigación y las solicitudes probatorias resultaron deficientes, 

desconociendo el siguiente precepto: “Durante la audiencia el juez dará la palabra a la fiscalía 

y luego a la defensa para que soliciten las pruebas que requieran para sustentar su pretensión.    

(…)  Las partes pueden probar sus pretensiones a través de los medios lícitos que libremente 

decidan para que sean debidamente aducidos al proceso.”     Conforme a lo anterior se colige 

que la Fiscalía siendo la parte legitimada para solicitar las pruebas que sustenten su petición 

de condena, debía hacerlo en debida forma.    De manera que, teniendo el Ente Acusador la 

carga procesal de demostrar la responsabilidad penal con elementos materiales de prueba 

admisibles y con el poder suasorio suficiente, también al no cumplir con esta carga ni 

desarrollar de manera idónea la practica probatoria, se puede atribuir la responsabilidad a 



Consejo Superior de la Judicatura 

Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Valledupar 

Coordinación Administrativa de Riohacha – La Guajira 
 

Calle 8 No. 12-86, Piso 7º. Edificio “Caracolí”.  Tel. 3185705714 

Riohacha – La Guajira.  www.ramajudicial.gov.co 

 
 

SC5780-4-12 

esta Institución, de no lograr probar sus propias pretensiones por las deficiencias probatorias 

en que incurrió. 

 

Se puede evidenciar el desconocimiento del principio de progresividad, pues antes de realizar 

los actos procesales de imputación, acusación y petición de imposición de una medida de 

aseguramiento o condena en juico oral, a la Fiscalía le corresponde examinar que tales 

solicitudes se encuentren debidamente fundamentados y soportados en pruebas legalmente 

obtenidas, tal como lo ha desarrollado la jurisprudencia.  

    

Es por lo anterior que, cuando la Fiscalía incumple sus deberes probatorios, lo cual da lugar 

a que se deba absolver al procesado no surge la responsabilidad del Estado respecto de la 

Nación - Rama Judicial, toda vez que, la privación de la libertad, tuvo origen en el caudal 

probatorio allegado inicialmente por el Ente investigador, en los que, por las deficiencias allí 

consignadas, el proceso no contó con los elementos materiales probatorios para imponer una 

medida de aseguramiento y mucho menos de las pruebas no fueron suficientes para ser 

tenidos como plena prueba y soportar una decisión condenatoria contra el aqui demandante. 

    

Bajo el anterior criterio, resulta evidente que los hechos del caso en concreto permiten 

establecer que no se puede atribuir responsabilidad de manera automática por el simple hecho 

de que exista una decisión de carácter absolutorio. 

    

Con base en los argumentos de hecho y derecho anteriormente expuestos, en el presente caso 

las actuaciones del Juez de Control de Garantías y del Juez de Conocimiento se encuentran 

ajustadas a la Constitución y la Ley, es decir en derecho si se tiene en cuenta que en este caso 

NO se configura una falla del servicio, pues no existió una privación injusta de la libertad y 

en ningun momento la parte actora ha demostrado que las actuaciones del Juez de Control de 

Garantías y del Juez de Conocimiento sean ANTIJURÍDICAS respeto a la Rama Judicial, 

toda vez que, no existe prueba que así lo acredite, que las decisiones adoptadas por los 

mencionados Operadores Judiciales sean arbitrarias, caprichosas o proferidas por fuera de 

los procedimientos legales, como lo exige la Sentencia C - 037 de 1996 de la Corte 

Constitucional y muchos menos con dolo o que sean constitutivas de una VÍA DE HECHO. 

   

Por lo anterior, con todo respeto solicito se nieguen la prosperidad de las pretensiones de la 

presente demanda. 

 

 

PRUEBAS: 

 

 

DOCUMENTALES: 

 

 

- Acredito la legitimidad para actuar en el presente proceso mediante la 

presentación del poder que me acredita como apoderado de La Nación - Rama 

Judicial del Poder Público, acompañado de los documentos que demuestran la 

calidad del poderdante. 

 

- Respecto del Expediente Administrativo me permito manifestar que el mismo 

solo  lo conforma lo correspondiente a la etapa prejudicial lo cual ya es parte 

integrar de la presente demanda en los documentos aportados por la parte 

actora. 
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PETICIÓN: 

 

EN CONCLUSIÓN Y POR LAS RAZONES TRAZADAS EN LÍNEAS 

ANTERIORES, SOLICITO RESPETUOSAMENTE AL SEÑOR JUEZ NEGAR 

TODAS Y CADA UNA DE LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA, Y EN SU 

LUGAR, CONDENAR EN COSTAS A LA PARTE DEMANDANTE. 

 

 

 

ANEXOS: 

 

- Poder. 

- Documentos que demuestran la calidad del poderdante. 

 

 

 

NOTIFICACIONES: 
 

 

- La Nación – Rama Judicial del poder público, en la calle 8 No. 12 – 86 Edificio 

Caracolí piso 7, Riohacha (Guajira), y correo para notificación electrónica 

dsajrchnotif@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

- El suscrito en la calle 8 No. 12 – 86 Edificio Caracolí piso 7, Riohacha (Guajira), y 

correo para notificación electrónica jdazada@cendoj.ramajudicial.gov.co  

 

- La parte demandante, en la dirección indicada en la demanda. 
 

 

Atentamente, 

 

 

 

 

 

JUAN MANUEL DAZA DAZA 
Profesional Juridico - Oficina de Coordinación Administrativa de Riohacha 
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Tel. 5700167. E-mail asisdsvpar@cendoj.ramajudicial.gov.co 
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SC5780-4-12 

 
Señores: 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE RIOHACHA 
Riohacha - La Guajira 
 
 
Asunto:   PODER - JUAN MANUEL DAZA DAZA  
Medio de control: REPARACION DIRECTA                  
Radicación:  44-001-33-40-002-2019-00139-00 
Demandante:  AMADO DE JESÚS SALAZAR CALDERON Y OTROS 
Demandados: NACIÓN – FISCALIA GENERAL DE LA NACION – RAMA JUDICIAL 

– DIRECCION EJECUTIVA DE ADMINISTRACION JUDICIAL – 
CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA. 

 
 
CARLOS MANUEL ECHEVERRI CUELLO, mayor de edad, con domicilio en Valledupar 

identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 77.027.480 de Valledupar, en mi calidad de 

representante judicial de la Nación - Rama Judicial, como Director Ejecutivo Seccional de 

Administración Judicial, nombrado mediante Resolución No. 1390 del 18 de Agosto de 

2021, proferida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y posesionado, según 

consta en el Acta del nueve (9) de Septiembre del 2021, en cumplimiento del artículo 103 

numeral 7 de la Ley Estatutaria, respetuosamente confiero poder especial, amplio y 

suficiente al Doctor JUAN MANUEL DAZA DAZA, identificado con cédula de ciudadanía 

No. 1.065.565.220 expedida en Valledupar-Cesar, portador de Tarjeta Profesional de 

Abogado No. 176.086 del Consejo Superior de la Judicatura, para que en su calidad de 

Abogado de la Oficina de Coordinación Administrativa de Riohacha - La Guajira, asuma la 

representación y defensa de la Nación - Rama Judicial en el proceso de referencia. 

Lo anterior teniendo en cuenta que Ia Oficina de Coordinación Administrativa de Riohacha 

– La Guajira, fue adscrita a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de 

Valledupar, mediante Acuerdo No PCSJA 17-10718, del 28 de julio de 2017, del Consejo 

Superior de la Judicatura.  

El Doctor JUAN MANUEL DAZA DAZA queda facultado para desistir, transigir, sustituir, 

conciliar, proponer excepciones, presentar recursos y  hacer todo cuanto sea necesario 

para cumplir debidamente este mandato. 

Sírvase reconocerle personería jurídica. 

 
CARLOS MANUEL ECHEVERRI CUELLO 

CC No. 77.027.480 de Valledupar 
Director Seccional de Administración Judicial 

 
Acepto. 
 
 
 
 
 
JUAN MANUEL DAZA DAZA  
CC No. 1.065.565.220 de Valledupar 
T.P. No. 176.086 del C. S. de la J. 








